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La libre competencia en Colombia ha tenido una pronta evolución en las últimas dos décadas con 
motivo de la globalización, los tratados de libre comercio y la llegada de empresas internacionales 
al territorio nacional. Dicha evolución implica una responsabilidad y exigencia para las autoridades 
encargadas de vigilar y promover la libre competencia, y demanda del Estado en general un trabajo 
armónico para garantizar el ejercicio de los derechos que están en juego. En materia de acuerdos 
anticompetitivos, la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC), como entidad administrativa 
encargada de la protección y promoción de la competencia, ha investigado en los últimos años los 
carteles más escandalosos en la historia de Colombia, algunos han durado más de una década y 
han distorsionado gravemente la economía del país.  
Gracias al Programa de Beneficios por Colaboración, la SIC ha logrado desmontar y sancionar a 
los participantes de los carteles; sin embargo, ante el incentivo económico que puede obtenerse de 
celebrar un acuerdo de este tipo y la dificultad que representa para las autoridades el poder 
detectarlos, la cartelización no deja de ser una opción llamativa para los competidores. Es por esto 
que, considerando que los efectos de los acuerdos anticompetitivos son de gran importancia para 
el orden público económico y tienen un importante costo social, es pertinente analizar qué 
incentivos para delatar tienen los empresarios que hacen parte de un cartel y también establecer 
las opciones que pueden tener los terceros afectados en cuanto a los daños que hayan sufrido con 
ocasión del cartel. 
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El presente trabajo de tesis tiene como objetivo estudiar la situación actual del Derecho de 
Competencia en Colombia y a través de la teoría de juegos, busca ilustrar las posibilidades que 
afrontan los empresarios que forman parte de un cartel y establecer si hay incentivos para delatar 
y buscar obtener los beneficios que ofrece la Superintendencia de Industria y Comercio en virtud 
de ello. Así mismo, se ilustrará el rol de la aplicación privada de la competencia en la decisión de 
cartelizarse y se responderá el siguiente interrogante: ¿Es la estrategia de delatar la más favorable, 
en términos económicos, para el empresario que hace parte de un cartel? 
CAPÍTULO I 
 
1. Fundamentos jurídicos 
 
 1.1. Libertad económica como libertad fundamental  
 
La búsqueda por lograr un equilibrio entre libertad económica, equidad y bienestar es un objetivo 
que los países que han adoptado la forma de Estado Social de Derecho no abandonan, y es que, a 
pesar de las críticas de que pueda ser objeto esta forma de Estado, la neutralidad en materia 
económica que la caracteriza, implica que la regulación constitucional establece las pautas y 
garantías mínimas que exige un Estado democrático, dejando un campo de acción abierto de 
gobernabilidad para las diferentes ideologías que rijan de momento sin que ello afecte la libertad 
económica.1 La regulación económica consagrada en la Constitución colombiana de 1991 tiene 
una doble instrumentalidad que denota la importancia de este asunto para los individuos y para el 
Estado mismo, pues de un lado, se autoriza la intervención del Estado, y de otro, se contemplan 
los límites de esta2. 
 
                                                          
1 Aragón, M. Libertades Económicas y Estado Social. p. 11 
2 Correa, M., Libertad de Empresa en el Estado Social de Derecho  p.83  
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Dada la importancia de la denominada Constitución Económica, surge el interrogante en cuanto al 
carácter fundamental de la libertad económica como pilar del Estado Social de Derecho y como 
presupuesto de existencia de este. En primer lugar, es necesario mencionar que frente a los 
derechos constitucionales el Estado tiene obligaciones de hacer y de no hacer3, por lo que la 
dimensión de la libertad económica como derecho, no se agota con la no intervención extralegal 
por parte del Estado, también implica su garantía y salvaguarda mediante acciones positivas de 
toda índole.  
 
En segundo lugar, vale aclarar cuál es el mecanismo idóneo de protección del derecho de libertad 
económica, y frente a este punto, la Corte Constitucional se ha pronunciado en repetidas 
oportunidades y ha concluido que: 1. Libertad de empresa y libertad de competencia conforman el 
concepto de libertad económica, 2. Que la libertad económica está reconocida como garantía 
constitucional y 3. Que en principio no se presenta como derecho fundamental a menos que se 
compruebe su conexidad con derechos fundamentales que puedan verse afectados, en cuyo caso, 
la tutela será el medio idóneo de protección una vez se cumplan los requisitos de esta.4  
 
El considerar la libertad económica como garantía constitucional da lugar a que en materia de 
límites se la trate como derecho fundamental, puesto que estos tendrán que estar contenidos en la 
Ley, deberán respetar el núcleo esencial del derecho de libertad de empresa y solo serán legítimos 
mientras cumplan con los requisitos de razonabilidad y proporcionalidad.5  
 
De acuerdo con lo expuesto, las restricciones que existen al derecho de libertad de empresa y en 
concreto al derecho de libre competencia como parte fundamental de la Constitución económica, 
                                                          
3 Ibíd., p.80 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-186 de 2011. MP: Humberto Antonio Sierra Porto. Ex: D-8226 
5 Ibíd.  
7 
 
deben cumplir con los requisitos que la jurisprudencia constitucional ha reiterado y deben estar 
orientadas a cumplir con los fines constitucionales que son base del Estado Social de Derecho y la 
economía social de mercado en Colombia. 
 1.2. Economía social de mercado como fundamento del régimen de libre competencia en 
Colombia 
 
La corriente del Humanismo Económico determinó la construcción del concepto de Economía 
Social de Mercado en el seno de la Escuela de Friburgo. Müller-Armack también contribuyó al 
desarrollo de dicho concepto y lo definió como ‘la combinación del principio de libertad de 
mercado con el principio de equidad social’.6 La Escuela buscó conservar los aspectos valiosos de 
la economía tradicional teniendo como valores fundamentales la libertad y la justicia social para 
así obtener un sistema económico eficiente que concilie los desbalances de un mercado libre bajo 
el principio de igualdad. 
 
En Colombia están reconocidos en la Constitución: la libertad de empresa, la libre competencia, 
la libre iniciativa privada, la protección a los derechos del consumidor y la propiedad privada como 
pilares de crecimiento y desarrollo económico. El creciente componente social que el modelo 
colombiano adoptó en la Constitución de 1991 es determinante para establecer como prioridad la 
protección del interés general como fin constitucionalmente superior7.  
 
El concepto de economía social de mercado surgió como forma de atenuación de los postulados 
de autorregulación y autonomía de mercado que caracterizan al liberalismo clásico y tiene como 
                                                          
6 Resico, M Introducción a la Economía Social de Mercado, (Buenos Aires: Konrad Adenauer Stiftung, 2010). p.108 
7 Corte Constitucional. Sentencia C-053 de 2001. MP: Cristina Pardo Schlesinger. Ex: D- 3099 
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fin alcanzar los propósitos superiores de un Estado Social de Derecho8 como lo son el bienestar 
social y la eficiencia económica. Es por esto que la Corte Constitucional lo ha acuñado como el 
modelo económico que mejor se adapta al sistema colombiano y con base en este, se halla 
justificada la intervención estatal en materia económica y la regulación y limitación de ciertas 
actividades que como se ha dicho, deben tener un respaldo en la ley. Una concepción social del 
mercado implica que el Estado debe garantizar el ejercicio de libertades individuales y también 
debe intervenir para enmendar desigualdades sociales derivadas de su ejercicio arbitrario9.   
 
Dicha intervención estatal tiene como objetivo promover el principio de igualdad que implica 
adoptar acciones positivas para que los agentes económicos puedan gozar de los derechos 
económicos en planos de igualdad. Frente a la obligación estatal de garantizar igualdad y libertad, 
es inevitable que se presente un escenario de ponderación que enfrente interés general y derechos 
individuales y en el marco de una economía social de mercado: la libertad de empresa, la defensa 
de la competencia, la creación de monopolios, las restricciones de tipo particular y los derechos 
del consumidor, son aspectos que entran en conflicto de forma concreta.10  
 
La creación de instituciones que establezcan de forma proporcional y racional qué derecho 
predomina de forma abstracta o concreta es indispensable para la solución del conflicto 
mencionado. Además, el acceso efectivo a las garantías económicas como fin del Estado justifica 
la existencia de una regulación que restrinja ciertos comportamientos que limiten o dificulten el 
                                                          
8 Alarcón, A. (2016). La libre competencia económica en el derecho colombiano: una revisión desde la economía 
social de mercado y sus implicaciones normativas. Rev. Prolegómenos Derechos y Valores, 19, 37, 109-124. 
DOI: http://dx.doi.org/10.18359/prole.1683 
9 Corte Constitucional. Sentencia C-228 de 2010. MP: Luis Ernesto Vargas Silva. Ex: D- 7865 
10 Alarcón, A. (2016) DOI: http://dx.doi.org/10.18359/prole.1683 
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ejercicio de estos derechos por parte de otros agentes del mercado, sean estos competidores o 
consumidores.   
 
En conclusión, un régimen de economía social de mercado contempla un Estado director de la 
Economía que puede limitar la libertad económica de forma razonable y proporcional sin afectar 
el núcleo esencial de los derechos allí incluidos, cuando así lo exija el interés general, el medio 
ambiente y el patrimonio cultural de la Nación.11 
 
 1.3. Marco legal de protección a la libre competencia 
 
El ordenamiento jurídico colombiano tiene prevista una doble regulación sobre protección a la 
libre competencia. En primer lugar, el régimen de competencia desleal que está compuesto en 
materia jurisdiccional por la Ley 256 de 1996, que adopta un modelo social y protege los intereses 
de los consumidores y comerciantes, los buenos usos comerciales y la buena fe de los actos con 
fines concurrenciales en las relaciones mercantiles. La ley establece una lista no taxativa de las 
conductas contrarias a las buenas costumbres mercantiles y el procedimiento previsto puede 
llevarse a cabo ante el juez del circuito en primera instancia o ante la SIC en ejercicio de funciones 
jurisdiccionales12. La Ley 446 de 1998 también abarca la temática desde la perspectiva 
jurisdiccional pues en el artículo 143 y siguientes otorga a la SIC las mismas funciones de 
promoción y protección que tiene respecto de las prácticas restrictivas de la competencia.13 En 
materia administrativa, adicional a las normas aplicables sobre libre competencia, está el Decreto 
                                                          
11 Corte Constitucional. Sentencia C-830 de 2010. MP: Luis Ernesto Vargas Silva. Ex: D- 8096 
12 Art. 20 #3 Código General del Proceso 
13 Las disposiciones mencionadas fueron declaradas exequibles de forma condicionada por la sentencia C-649/01 en 
el entendido de que las funciones atribuidas por las normas demandadas tienen la naturaleza y el alcance dado por la 
providencia en mención. 
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4886 de 2011 que complementó la regulación al modificar la estructura de la SIC y le otorgó 
funciones como Autoridad Nacional de Protección de la Competencia,  
 
Y en segundo lugar, respecto de las prácticas restrictivas de la competencia, el régimen general 
está conformado por la Ley 155 de 1959 que consagra en su artículo 1° una cláusula general de 
prohibición de acuerdos directos o indirectos y de aquellas prácticas que tiendan a ‘limitar la libre 
competencia y a mantener o determinar precios inequitativos’; por el decreto 2153 de 1992 que en 
su artículo 2° y siguientes otorga facultades administrativas a la Superintendencia de Industria y 
Comercio -SIC- para atender, dar trámite y establecer sanciones en materia de protección de la 
competencia teniendo como propósitos ‘garantizar la libre competencia en el mercado, el bienestar 
de los consumidores y la eficiencia económica’. Así mismo, hacen parte de este régimen el ya 
mencionado Decreto 4886 de 2011, el Decreto 19 de 2012 que modifica el Procedimiento por 
infracción a las normas de competencia a partir del artículo 155 y por último, la Ley 1340 de 2009 
que como veremos en detalle introdujo cambios y actualizó esta normatividad. 
 
El Decreto 2153 de 1992 estableció la prohibición de actos, acuerdos y abusos de posición 
dominante que distorsionan el mercado y regula las integraciones empresariales de forma que estas 
reporten eficiencias y cumplan con los requisitos legales para que sean autorizadas por la SIC. El 
artículo 45 del mencionado decreto define los acuerdos como ‘todo contrato, convenio, 
concertación, práctica concertada o conscientemente paralela entre dos o más empresas’. En su 
artículo 47, establece una lista enunciativa de los acuerdos contrarios a la libre competencia que 
coinciden en su descripción por tener por objeto o como efecto la distorsión del mercado nacional, 
ya sea por medio de la fijación de precios,  la determinación discriminatoria de condiciones del 




Por otra parte, el Decreto en su artículo 48, establece que la infracción de las normas del 
consumidor, el influenciar la decisión de aumento o disminución de precios de una empresa y 
negarse a ofrecer el respectivo producto a otra empresa dada la política de precios de esta, 
constituyen actos restrictivos de la competencia, salvo en las excepciones consagradas en el 
artículo subsiguiente.  
 
Por último, el abuso de posición de dominio como conducta objeto de investigación y sanción 
implica que una empresa posee el poder o fuerza económica que permite determinar o influenciar 
las condiciones de un mercado ya sea en lo relativo a precios, calidad o cantidad14 y se aprovecha 
de dicha posición afectando o restringiendo la competencia existente. El Decreto 2153 de 1992 
establece en su artículo 50 las conductas constitutivas de abuso, lo cual implica la preexistencia de 
una posición de dominio en un mercado relevante geográfico, temporal o de producto15 y la 
posterior disminución de precios, aplicación de condiciones discriminatorias y manipulación en el 
suministro de productos, entre otros, con la intención de crear desventajas para los competidores. 
 
Antes de la entrada en vigencia de la Ley 1340 de 2009, la cuantía de la sanción era inocua al 
punto de no incentivar el cumplimiento de la norma, pues aun en un escenario de aplicación de la 
sanción, realizar la conducta resultaba siendo más rentable que abstenerse de hacerlo16, aunque 
vale aclarar que como lo dice Jiménez Latorre:  
 
                                                          
14 Corte Constitucional. Sentencia C-616 de 2001. MP: Rodrigo Escobar Gil. Ex: D-3279 
15 Superintendencia de Industria y Comercio. Guía de integraciones empresariales SIC: 
http://www.sic.gov.co/recursos_user/documentos/publicaciones/Guia_Integraciones_VF_Para_Publicacion.pdf 
16 Dionisio De la Cruz, Régimen Sancionatorio en la Nueva Ley de Competencia Colombiana. Bogotá: Rev. e – 
Mercatoria, Vol 8, N°2, 2009. p.6 
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“(…) Las sanciones por elevadas que sean, se convierten en instrumentos ineficaces para disuadir 
este tipo de prácticas. Lo que realmente disuade es la sanción esperada, es decir, no sólo la magnitud 
de la sanción que pueda llegar a aplicarse, sino también la probabilidad de que dicha sanción llegue 
a producirse.”17.  
 
Ley 1340 de 2009 en su artículo 2518 incrementó el monto de la multa ‘hasta 100.000 SMLMV o, 
si resulta ser mayor, hasta por el 150% de la utilidad derivada por el infractor’. El mismo artículo 
estableció los supuestos de hecho para imponer dicha sanción: la omisión frente a solicitudes de 
información de la SIC, la obstrucción de investigaciones y el incumplimiento de las obligaciones 
de informar sobre operaciones de integración empresarial, entre otras conductas restrictivas, que 
venían siendo sancionadas incorrectamente. Dicho artículo significó un avance en garantía de la 
seguridad jurídica, el debido proceso y el derecho de defensa19.  
 
1.3.1. Sistema de beneficios por colaboración en Colombia 
 
La creación de un sistema de beneficios por colaboración surgió en Colombia con la Ley 1340 de 
2009, como herramienta complementaria y de gran ayuda en la aplicación de la normatividad de 
protección a la competencia según la experiencia de los países que la han implementado20. La ley 
aborda dos tipos de beneficios que tienen como fin dar término a conductas anticompetitivas que 
                                                          
17 Jiménez Latorre (2005) citado en Dionisio de la Cruz (2009) p. 15 
18 “Art 25: Por violación de cualquiera de las disposiciones sobre protección de la competencia, incluidas la omisión 
en acatar en debida forma las solicitudes de información, órdenes e instrucciones que imparta, la obstrucción de las 
investigaciones, el incumplimiento de las obligaciones de informar una operación de integración empresarial o las 
derivadas de su aprobación bajo condiciones o de la terminación de una investigación por aceptación de garantías, 
imponer, por cada violación y a cada infractor, multas a favor de la Superintendencia de Industria y Comercio hasta 
por la suma de 100.000 salarios mínimos mensuales vigentes o, si resulta ser mayor, hasta por el 150% de la utilidad 
derivada de la conducta por parte del infractor. (…)”  
19 De la Cruz, D. Régimen Sancionatorio en la Nueva Ley de Competencia Colombiana. Bogotá: Rev. e – Mercatoria, 
Vol. 8, N°2, 2009. p.16 
20Miranda Londoño, A. Origen y Evolución del Derecho de la Competencia en Colombia. Bogotá: Rev. Derecho 
Competencia, Vol. 6 N°6. p.67 
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han estado llevándose a cabo, los partícipes que se someten a las reglas de delación o garantías 
deben cumplir con todos los requisitos del programa respectivo y esperar verse beneficiados de 
ello.  
La Ley 1340 de 2009 establece en su artículo 14: 
“Art 14: La Superintendencia de Industria y Comercio podrá conceder beneficios a las personas 
naturales o jurídicas que hubieren participado en una conducta que viole las normas de protección 
a la competencia, en caso de que informen a la autoridad de competencia acerca de la existencia de 
dicha conducta y/o colaboren con la entrega de información y de pruebas, incluida la identificación 
de los demás participantes, aun cuando la autoridad de competencia ya se encuentre adelantando la 
correspondiente actuación. Lo anterior, de conformidad con las siguientes reglas: 
1. Los beneficios podrán incluir la exoneración total o parcial de la multa que le sería impuesta. No 
podrán acceder a los beneficios el instigador o promotor de la conducta. 
2. La Superintendencia de Industria y Comercio establecerá si hay lugar a la obtención de beneficios 
y los determinará en función de la calidad y utilidad de la información que se suministre, teniendo 
en cuenta los siguientes factores: 
a) La eficacia de la colaboración en el esclarecimiento de los hechos y en la represión de las 
conductas, entendiéndose por colaboración con las autoridades el suministro de información y de 
pruebas que permitan establecer la existencia, modalidad, duración y efectos de la conducta, así 
como la identidad de los responsables, su grado de participación y el beneficio obtenido con la 
conducta ilegal. 
b) La oportunidad en que las autoridades reciban la colaboración.” (Subrayado fuera del texto) 
 
Con base en el artículo citado se extrae el concepto de delación y sus principales características. 
La delación, aunque es aplicable para actos anticompetitivos y abuso de la posición de dominio 
implica en materia de acuerdos restrictivos de la competencia, la aceptación de participación en 
un acuerdo anticompetitivo por parte del delator, la afirmación de poseer y estar dispuesto a ofrecer 
información y material probatorio que sea útil en la investigación administrativa y la convicción y 
compromiso de no participar más en los acuerdos ilegales. Ahora, es necesario que el competidor 
que decide ingresar al programa no haya sido el instigador del acuerdo y estará a discreción de la 
14 
 
SIC el otorgar los beneficios al delator conforme a las características mismas del acuerdo: 
modalidad, duración y beneficios reportados así como eficiencia, calidad y oportunidad de la 
información y pruebas ofrecidas por el delator. 
 
De forma complementaria, el Decreto 1523 de 2015 se encargó de regular las condiciones objetivas 
para acceder a los beneficios de delatar estableciendo un orden de prelación que consiste en la 
exoneración total de la multa al primer solicitante del programa y a partir de allí, irá descendiendo 
el porcentaje de exoneración conforme al orden de solicitud, de esa manera: se exonerará del 30% 
al 50% al segundo solicitante y el tercero y siguientes obtendrán hasta el 25% de reducción en la 
multa según corresponda. 
 
Por otro lado, el artículo 16 de la Ley 134021 retoma la figura de las garantías, introducida 
inicialmente por el artículo 52 del Decreto 2153 de 1992, la cual consiste en la posibilidad de dar 
por terminada de forma anticipada una investigación en curso por conductas anticompetitivas 
cuando el investigado ofrezca garantías suficientes que aseguren dar por terminada cualquier 
conducta ilegal y permitir y colaborar con el seguimiento por parte de la SIC. 
 
 1.4. Aplicación privada y supuestos de indemnización 
 
                                                          
21 “Art 16: Para que una investigación por violación a las normas sobre prácticas comerciales restrictivas pueda 
terminarse anticipadamente por otorgamiento de garantías, se requerirá que el investigado presente su ofrecimiento 
antes del vencimiento del término concedido por la Superintendencia de Industria y Comercio para solicitar o aportar 
pruebas. Si se aceptaren las garantías, en el mismo acto administrativo por el que se ordene la clausura de la 
investigación la Superintendencia de Industria y Comercio señalará las condiciones en que verificará la continuidad 
del cumplimiento de las obligaciones adquiridas por los investigados. 
El incumplimiento de las obligaciones derivadas de la aceptación de las garantías de que trata este artículo se 
considera una infracción a las normas de protección de la competencia y dará lugar a las sanciones previstas en la 
ley previa solicitud de las explicaciones requeridas por la Superintendencia de Industria y Comercio. 
Parágrafo. La autoridad de competencia expedirá las guías en que se establezcan los criterios con base en los cuales 





Como se esbozó en los títulos anteriores, las disposiciones que regulan la libre competencia son 
de orden público y el impacto de su incumplimiento puede tener consecuencias de tipo 
administrativo, judicial y económico. En Colombia las implicaciones de incurrir en conductas 
restrictivas de la competencia son en principio administrativas, pues conforme a la ley, es la SIC 
la entidad encargada de investigar y sancionar a los implicados, esto se debe a que el Estado 
colombiano garantiza la libre competencia pero contempla escenarios para intervenir en este 
asunto, más aún cuando se trata de un tema que afecta el orden económico nacional.  
 
Colombia tiene en principio un modelo público de aplicación de normas de libre competencia22, 
sin embargo, el mismo ordenamiento jurídico colombiano deja abierta la posibilidad de aplicar las 
normas de libre competencia de forma privada o judicial, en otras palabras, es posible que los 
jueces apliquen normas de libre competencia en ciertos supuestos para así proteger y reparar los 
intereses particulares que se ven afectados, pues aunque el ente administrativo tiene facultades y 
poderes de investigación que facilitan la acción administrativa, no es competente para pronunciarse 
sobre los efectos civiles derivados de las conductas que sanciona. 
 
Este vacío llamó la atención de la comunidad europea, que unificó el proceso por reconocer la 
aplicación privada de las normas de competencia con el Reglamento 1/2003 donde se avaló la 
aplicación directa de las normas comunitarias en esta materia por parte de los jueces23. En 
Colombia por el contrario, no ha habido pronunciamiento al respecto pese a la necesidad de una 
regulación al respecto. Sin embargo, en cuanto a la nulidad de acuerdos anticompetitivos y la 
responsabilidad civil que se deriva de estos, hay normas que respaldan la intervención judicial; es 
                                                          
22 Ortiz, I. La Aplicación Privada del derecho Antitrust y la Indemnización de los Daños Derivados de Ilícitos contra 
la Libre Competencia. Rev. E Mercatoria Vol. 7, Nº 1 (2008) p. 34 
23 Ibíd., p.15  
16 
 
el caso del artículo 46 del Decreto 2153 de 1992 que califica de objeto ilícito las conductas que 
afecten la libre competencia lo que implica una nulidad absoluta y el caso del artículo 2341 del 
Código Civil:  
“Art 2341: El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la 
indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la Ley imponga por la culpa o el delito 
cometido.” 
 
En el citado artículo se fundamenta la responsabilidad civil por incurrir en conductas 
anticompetitivas pues como consecuencia de estas puede haber lesión de derechos particulares a 
consumidores o competidores y el daño producido es objeto de reparación.24 A pesar de que la 
aplicación judicial cuenta con un respaldo legal, no es claro si para iniciar un proceso por 
indemnización de perjuicios es necesario que se haya adelantado el proceso correspondiente en la 
SIC y que como resultado de ello el acto administrativo que declara la infracción esté en firme. 
Evidentemente, someter a la víctima al doble proceso no garantiza seguridad jurídica, certeza y 
mucho menos celeridad en el proceso de reparar los perjuicios que le fueron causados. 
 
No obstante, es importante analizar tres escenarios en los que es procedente la aplicación privada 
de la normativa de competencia a pesar de los inconvenientes que puedan suscitarse por el vacío 
que persiste: 
 
 El artículo 88 de la Constitución Política le otorgó rango constitucional a las acciones 
populares y de grupo, su naturaleza supone la creación de reglas especiales en cuanto a su 
trámite y requisitos. Las acciones populares constituyen una herramienta de “protección 
de derechos e intereses colectivos como lo son el patrimonio, el espacio, la seguridad y la 
                                                          
24 Ibíd., p.36 
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salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica 
y otros de similar naturaleza.”25 La acción popular busca cesar o prevenir la perturbación 
de un derecho colectivo que está en cabeza de un grupo de personas y por lo tanto, su 
ejercicio se agota con la protección del derecho en cuestión y no hay lugar a resarcir 
derechos subjetivos.26 El artículo mencionado, se refiere a la libre competencia económica 
como derecho colectivo y por lo tanto, un juez podría dar aplicación a normas de 
competencia para protegerlo en virtud de una acción popular. 
 
Por otro lado, la acción de grupo o de clase reúne a un grupo de personas que cumplen con 
ciertas condiciones para que tramiten una acción con un interés en común que en este caso, 
es resarcir derechos subjetivos de categoría constitucional o legal27. A partir del artículo 46 
de la Ley 472 de 1998 se reglamenta el procedimiento en las acciones de grupo. Entre los 
requisitos para su procedencia, se encuentra que el número mínimo de demandantes debe 
ser igual o superior a 2028 y la Corte ha establecido que el grupo podrá ser conformado 
cuando:  
“El hecho generador del daño sea idéntico, que ese hecho haya sido cometido por el mismo 
agente, o sea referido a un mismo responsable, y que exista una relación de causalidad entre 
el hecho generador del daño y el perjuicio por el cual el grupo puede dirigir la acción 
tendiente a la reparación de los perjuicios sufridos”29.  
 
                                                          
25 Const., 1991. Art.88 
26 Corte Constitucional. Sentencia C- 215 de 1999. MP: Martha Victoria Sáchica 
27 Ibíd. 
28 La Corte Constitucional en sentencia C-116 /2008 declaró exequible este requisito “en el entendido de que para la 
legitimación activa en las acciones de grupo no se requiere conformar un número de veinte personas que instauren la 
demanda, pues basta que  un miembro del grupo que actúe a su nombre señale en ella los criterios que permitan 
establecer la identificación del grupo afectado, siendo ésta la interpretación que adecua la norma al Estatuto 
Superior.” 
29 Corte Constitucional. Sentencia C- 1062 del 2000. MP: Álvaro Tafur Galvis.  
18 
 
Dicho esto y en virtud de todo lo visto hasta ahora, el grupo de consumidores o 
competidores que a raíz de una conducta anticompetitiva sufra un daño susceptible de 
valoración pecuniaria podrá perseguir a los responsables por medio de esta acción que 
además reduce los costos del proceso y promueve ventajas probatorias dada la participación 
de varios interesados.  
 
 En el entendido de que todo daño debe ser reparado y con base en el ya mencionado artículo 
2341 C.C y siguientes, el titular del bien jurídico afectado está legitimado para adelantar 
una acción individual de responsabilidad civil por indemnización de perjuicios. Este 
escenario resulta más costoso para la víctima dado que implica llevar el proceso por su 
cuenta sin contar con las ventajas procesales de una acción de clase. 
 
 Cuando la víctima promueve una acción de competencia desleal solicitando la 
indemnización de daños y perjuicios, el juez puede dar aplicación directa de normas de 
competencia30. La acción del juez sería consecuencia de invocar la violación de normas31 
como acto de competencia desleal y podría este ordenar el cese de la conducta y la 
indemnización de los prejuicios causados. 
 
En los tres escenarios descritos surgen varios interrogante sobre la ausencia de una regulación legal 
que ofrezca los lineamientos para utilizar estas herramientas jurídicas, sin embargo, más allá de 
los inconvenientes procesales y sustanciales que puedan surgir en punto de la aplicación privada 
de la competencia, es manifiesto que los efectos civiles de las conductas anticompetitivas son parte 
importante de la ecuación para restablecer el orden económico y aminorar el costo social que 
                                                          
30 Ortiz, I (2008) p. 38 
31 Art 18 Ley 256/96: “Se considera desleal la efectiva realización en el mercado de una ventaja competitiva adquirida 
frente a los competidores mediante la infracción de una norma jurídica. La ventaja ha de ser significativa”. 
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supone la defraudación prolongada en materia económica para los demás competidores y para los 
consumidores. Este asunto requiere atención por parte del legislador no solo por las razones que 
se acaban de exponer sino porque, como veremos más adelante, la aplicación judicial como nuevo 
factor a considerar para los competidores que contemplan infringir la ley a través de un acuerdo 
anticompetitivo, podría cambiar su decisión pues tendrían que considerar la sanción administrativa 
prevista en caso de ser descubiertos y la condena en perjuicios a favor de los terceros afectados. 
 
2. Fundamentos económicos  
 
2.1. Competencia perfecta: un supuesto para el análisis del funcionamiento de los mercados 
 
Los fundamentos jurídicos expuestos anteriormente son reflejo de la experiencia mundial en 
materia de competencia, pues con base en ello, diferentes corrientes económicas han buscado 
entender y menguar los incentivos para no competir y como veremos, se ha logrado comprender 
el comportamiento de los agentes económicos dados ciertos supuestos de estructura de mercado, 
permitiendo así que los países que protegen la libertad económica y la libre competencia puedan 
idear mecanismos eficientes. 
 
La suposición sobre la existencia de ciertas estructuras de mercado permite llevar a cabo el 
desarrollo de principios y predicciones sobre mercados y comportamientos que faciliten el 
entendimiento de cada economía32. Es común tomar como base la competencia perfecta pues el 
desarrollo de conceptos y principios es más sencillo y permite proceder a analizar otro tipo de 
                                                          




estructuras que muchas veces guardan aspectos en común como en el caso del monopolio y el 
oligopolio33.  
En una competencia perfecta hay un gran número de productores y cada uno cuenta con una cuota 
moderada de mercado, por lo tanto, sus acciones respecto de la producción no afectarán el precio 
del producto, es decir que el precio está dado por las condiciones de oferta y demanda. En cuanto 
a los consumidores, en un mercado de competencia perfecta los productos son homogéneos y en 
consecuencia el consumidor no diferencia entre adquirirlos de uno u otro productor, lo cual implica 
que la cantidad que decida adquirir el consumidor no va a afectar el precio del bien. Todo lo 
anterior se resume en que tanto el productor como el consumidor son precio-aceptantes34.  
 
Otra condición que se presenta en algunos mercados de competencia perfecta, es la libre entrada y 
salida de productores, que significa que ‘no hay obstáculos para entrar en una industria o salir de 
ella’. Este último aspecto, aunque no es indispensable para el concepto de industria perfectamente 
competitiva, tiene una gran relevancia en derecho de la competencia, pues permite mantener el 
número de productores y esto dificulta que haya variaciones en el porcentaje de cuota de mercado 
que corresponde a cada productor, permite proyectar la competencia perfecta a largo plazo y más 
importante aún, no favorece el aislamiento artificial de otras empresas35. 
 
 2.2. Monopolio: un mercado bajo control 
 
A pesar de la importancia de estudiar la competencia perfecta, no es esta la estructura más 
frecuente en la práctica, pues en realidad el capitalismo y neocapitalismo, modelos económicos 
predominantes, y las políticas económicas de cada nación hacen difícil que surja y se mantenga a 
                                                          
33 Ibíd., p.383 
34 Ibíd., p.207 
35 Ibíd., p.209 
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largo plazo un mercado de competencia perfecta, y no hay que olvidar los incentivos que tiene un 
productor para diferenciar su producto del de sus competidores y así sobresalir en el mercado, más 
aún si cuenta con la protección cada vez más relevante en materia de propiedad intelectual. 
 
El reconocimiento de derechos sobre propiedad intelectual ya sean patentes o derechos de autor, 
que otorgan al creador o autor derechos de explotación exclusivos sobre invenciones y obras, es 
de hecho una de las principales barreras de entrada al mercado que da lugar a la configuración de 
monopolios, lo cual Mankiw denomina como “Monopolios creados por el Gobierno”36 concepto 
que incluye aquellos mercados cuya producción y distribución es otorgada a un único ente para 
mantener el control de la actividad, como sucede en Colombia con el mercado de las bebidas 
alcohólicas. Así mismo, la empresa que tiene único acceso a uno o varios recursos esenciales para 
la elaboración de un producto, o aquella que puede producir a menor costo, bajar los precios de 
sus productos y en consecuencia está en capacidad de desplazar a sus competidores del mercado, 
son otros casos que dan lugar a la creación de monopolios. En síntesis, un monopolio es aquel 
mercado que cuenta con un único oferente de un bien o servicio que no tiene sustitutos cercanos37. 
 
El monopolio es la más clara contradicción de la competencia perfecta y aunque las economías 
modernas emplean todo tipo de barreras legales para impedir su formación, es una estructura que 
persiste y desde la perspectiva económica se debate si su existencia afecta o no el mercado y si 
puede o no llegar a ser eficiente, pues la distorsión en el mercado en realidad ocurre cuando el 
monopolista produce por debajo de la cantidad que maximiza el excedente total38.  
 
                                                          
36 Mankiw, G. Principios de Economía. Santa Fe: Cengage Learning, 2012. p.301 
37 Ibíd., p.300 
38 Excedente total equivale al precio que los consumidores están dispuestos a pagar menos el precio que efectivamente 




Ahora, en términos de bienestar social, es claro que cuando el consumidor enfrenta precios 
monopolísticos su bienestar disminuye y el del productor aumenta en la misma cantidad39 si 
suponemos que hay discriminación perfecta de precios40, luego el riesgo de distorsión del mercado 
y el abuso contra el consumidor son las principales razones que impulsan una legislación 
preventiva y de control frente a los monopolios. 
 
2.3. Oligopolios: jugar no es una opción  
 
Entre los extremos de la competencia perfecta y el monopolio está la competencia imperfecta en 
la cual hay pluralidad de competidores pero estos saben que tienen la capacidad de influir con sus 
acciones sobre los precios del mercado. Un tipo de mercado imperfecto es el oligopolio, donde 
hay pocos competidores y cada uno cuenta con una elevada cuota de mercado. La industria 
colombiana es en su mayoría oligopólica y las causas son principalmente las mismas del 
monopolio pero para Krugman y Wells (2007), es la existencia de economías de escala lo que 
potencia las ventajas sobre costos para los grandes productores y hace que estos prevalezcan sobre 
los pequeños productores41.  
 
Para considerar una industria como oligopólica, no es suficiente con observar el número de 
productores, en Estados Unidos, el criterio principal es tomar 4 empresas y establecer el nivel de 
concentración de cada una, y si cuentan con porcentajes altos de cuota de mercado, se entiende 
como una industria oligopólica, como es el caso de los cereales para desayuno, los cigarrillos, entre 
otros42.  
 
                                                          
39 Mankiw, G (2010) p.313 
40 Cada consumidor paga precios diferentes. 
41 Krugman, P y Wells, R (2007) p.364 
42 Ibíd., p.365 
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En Colombia, se busca controlar la formación de oligopolios y monopolios para así prevenir una 
‘indebida restricción a la libre competencia’43 a través del control de integraciones empresariales 
que como ya se vio, genera a cargo de los empresarios una obligación de informar sobre 
operaciones de integración empresarial cuando estos cumplan con las condiciones que señala la 
ley y somete su perfeccionamiento al visto bueno de la SIC, que se encargará de adelantar un 
análisis respecto del impacto que pueda tener dicha operación sobre el mercado en cuestión, 
conforme al poder de mercado de los implicados. La misma normativa establece una excepción de 
eficiencia que contempla la posibilidad de que los interesados prueben que la operación de 
integración será más beneficiosa que perjudicial44.  
 
El interés por regular y controlar los oligopolios es cada vez más común, pues como se explicará 
a continuación, los oligopolistas tienen incentivos para cooperar entre sí y así aumentar sus 
beneficios, actuando como un monopolio. En primer lugar, cuando son pocas las empresas que 
participan en un mercado determinado es más probable que haya interacción entre unas y otras, 
por lo tanto, es más probable que haya un acuerdo de cooperación que resultaría más rentable que 
competir45. A pesar de que este tipo de acuerdos son ilegales y que las negociaciones de repartición 
de mercado enfrentan intereses que podrían considerarse intransigibles, el provecho que pueden 
obtener los cartelistas que maximizan el beneficio conjunto, es el mismo que obtendría un 
monopolio en las mismas circunstancias.  
 
                                                          
43 Superintendencia de Industria y Comercio de Colombia.  Guía de integraciones empresariales SIC. Recuperado de: 
http://www.sic.gov.co/recursos_user/documentos/publicaciones/Guia_Integraciones_VF_Para_Publicacion.pdf 
 
44 Ley 1340/09 Art 12: “La autoridad nacional de competencia podrá no objetar una integración empresarial si los 
interesados demuestran dentro del proceso respectivo, con estudios fundamentados en metodologías de reconocido 
valor técnico que los efectos benéficos de la operación para los consumidores exceden el posible impacto negativo 
sobre la competencia y que tales efectos no pueden alcanzarse por otros medios. En este evento deberá acompañarse 
el compromiso de que los efectos benéficos serán trasladados a los consumidores.” 
45 Krugman, P y Wells, R (2007) p. 368 
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Ahora bien, así como hay incentivos para cooperar, hay incentivos para no hacerlo, y ese 
comportamiento entre otros factores, dependerá de la capacidad de producción y las ventajas 
económicas de los cartelistas; por ejemplo: si una de las empresas tiene ventajas en los costos de 
producción, es probable que adopte un comportamiento no cooperativo y produzca más de lo que 
le corresponde en lo acordado y esto tendrá efectos en los beneficios de las demás empresas 
oligopolistas, lo cual se debe a la interdependencia que caracteriza esta estructura46.  
 
Esto es esencial para entender por qué los oligopolios entran en una dinámica de teoría de juegos, 
si los beneficios que perciben dependen de las acciones de sus competidores y viceversa, las 
decisiones que tome cada uno serán relevantes para todos, así:  
 
a.)                                                                                        Jugador X 
  Cooperar No cooperar 
Jugador Y Cooperar 200, 200 160, 220 
 No cooperar 220, 160 180, 180 
 
En un escenario en el que dos competidores conocen el nivel de producción que logra maximizar 
el beneficio conjunto es claro que hay dos posibilidades: que X y Y cooperen y su nivel de 
producción busque maximizar el beneficio conjunto; o que alguno de los dos decida no cooperar 
y producir más. Cada acción va a afectar el pago de ambos, los pagos ilustrados en el diagrama a.) 
representan el beneficio que obtiene cada uno tras la decisión de cooperar o no, teniendo en cuenta 
la decisión que toma el competidor. Hay una jugada que resulta ser la más conveniente 
independientemente de lo que haga el otro jugador, la llamada ‘estrategia dominante’, en el caso 
                                                          
46 Ibíd., p. 371 
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del diagrama dicha estrategia es no cooperar, así que si los jugadores no se ponen de acuerdo lo 
más probable es que ambos opten por esa opción y así alcancen el ‘Equilibrio de Nash’47, pues 
cada uno habrá tomado la decisión que maximiza su pago sin importar lo que decida el otro, aunque 
esta decisión no sea la eficiente.  
 
El diagrama muestra de forma sencilla las posibles decisiones de dos empresarios: X y Y, es claro 
que la decisión de cooperar es la que maximiza el beneficio conjunto cuando ambos la toman, y 
eso será así cuando X y Y lleguen a un acuerdo sobre los factores que hacen posible ese resultado 
ya sea cantidad de producción, disminución o aumento de precios, repartición de mercados, etc. 
Sentado esto, es necesario resaltar la otra opción que resulta del diagrama si suponemos que X y Y 
se han puesto de acuerdo: si X sabe que Y va a cooperar y va a cumplir el acuerdo, puede optar por 
no cooperar no solo por el incentivo del pago, que resulta ser más alto que cuando ambos cooperan, 
sino porque la disconformidad que puede darse frente a los términos de este tipo de acuerdos es 
un fuerte incentivo adicional para no cumplir.  
 
Todo lo anterior, los pagos, la estrategia dominante y la estrategia más eficiente podrían cambiar 
si el juego se repite, pues el comportamiento de una empresa comprende más de una decisión, de 
hecho, es la serie de decisiones que tome lo que influirá en las relaciones con las otras empresas 
en un futuro48,  y con el tiempo, un acuerdo de este tipo puede dejar de resultar conveniente y sus 
beneficios pueden tornarse decrecientes, por lo tanto, el diagrama a.) es solo ilustrativo de un 
primer escenario de estrategia. 
 
 2.4. Aproximación al concepto de eficiencia y su relación con los oligopolios 
 
                                                          
47 “Situación en la que los agentes económicos, que interactúan unos con otros, seleccionan su mejor estrategia, 
dadas las estrategias que todos los demás agentes seleccionaron.” (Mankiw, 2010, p.353) 
48 Krugman, P y Wells, R (2007) p.374 
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En el título anterior se logró establecer la importancia de los oligopolios en la economía actual, 
ahora, desde la perspectiva de eficiencia podremos entender el impacto que tiene la existencia de 
oligopolios sobre al bienestar social, la equidad y el orden público económico. Recordemos que 
como consecuencia del reducido número de empresas que conforman un oligopolio, el poder 
económico que cada una de ellas tiene permite que estas influyan con cada acción sobre el mercado 
del que hacen parte y también sobre las otras empresas en razón de la interdependencia que las 
caracteriza. Es por este motivo, que la cartelización de estas empresas adquiere gran relevancia, 
pues su existencia implica un riesgo de distorsión del mercado y afecta directamente al 
consumidor.  
 
Para lograr entender mejor las implicaciones que tiene la existencia de mercados o industrias 
oligopólicas y la posible colusión entre quienes los conforman es necesario hablar en términos de 
eficiencia. A lo largo de este capítulo hemos usado el concepto de eficiencia y lo hemos 
relacionado con el de excedente total, y aunque la literatura no es pacífica al respecto, lo cierto es 
que la definición de eficiencia abarca tres factores que de estar presentes dan como resultado una 
maximización del excedente total, estos son: eficiencia en consumo, eficiencia en producción y 
eficiencia en los niveles de producción49 
 
La eficiencia en consumo existe cuando la distribución de los bienes entre consumidores no podría 
hacerse de otra manera sin que ello implique que unos consumidores empeoren para que otros 
mejoren; la eficiencia en producción supone que no es posible producir más de un bien sin dejar 
de producir menos cantidad de otro y por último, habrá eficiencia en los niveles de producción 
                                                          
49 Ibíd., p.318 
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cuando no sea posible una combinación diferente de bienes que haga que algunas personas mejoren 
sin que otras empeoren como consecuencia.  
 
Todo lo anterior supone que la eficiencia responderá a los ajustes que se hagan en los tres factores 
mencionados, cuando esos ajustes necesarios no se hacen, hay ineficiencia. Krugman y Wells 
(2007) lo explican tomando como ejemplo el mercado de taxistas en Nueva York: 
 
“(…) las cuotas actuales sobre las licencias en Nueva York resultan en una escasez de viajes en taxi 
respecto del equilibrio de mercado competitivo no restringido. Como resultado, los propietarios de 
licencias salen ganando, pero hay intercambios mutuamente ventajosos que quedan sin explotar. Si 
las cuotas que limitan las licencias no existieran, el hecho de que el precio de mercado de un viaje 
en taxi exceda del precio del mercado competitivo no restringido conduciría a que nuevos taxistas 
entraran al mercado. Ello aumentaría la oferta hasta que la disposición a pagar por el último viaje 
en el mercado fuera igual al coste del último viaje, y de esa forma el mercado alcanzaría la 
eficiencia. O dicho de forma ligeramente distinta, la cuota evita que el precio del mercado pueda 
operar como una señal económica que conduciría a nuevos taxistas al mercado para eliminar la 
escasez existente. (…) No hay eficiencia en consumo porque algunos pasajeros con la disposición 
alta a pagar no pueden tomar un taxi mientras que algunos pasajeros con una disposición a pagar 
más baja sí lo toman. No es eficiente en producción porque algunos taxistas con costes más altos 
obtienen licencias mientras que otros con costes más bajos no las obtienen, lo que implica que la 
producción podría aumentarse sin utilizar más recursos simplemente reasignando la producción 
hacia aquellos taxistas con costes más bajos. Y no es eficiente en los niveles de producción porque 
hay muy pocos viajes ofertados en términos relativos a la oferta de otros bienes.50” (Subrayado 
fuera del texto) 
 
                                                          
50 Ibíd., p. 324 
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Con base en el ejemplo citado, podemos concluir que una economía es ineficiente cuando no se 
explotan las ventajas mutuas existentes en términos de oferta y demanda pues ni el consumidor ni 
el productor se ven beneficiados de una porción de la economía que se pierde, es decir, que hay 
una pérdida neta de la sociedad o pérdida irrecuperable de eficiencia.  
 
El análisis que se hizo previamente sobre el monopolio nos dejó claro que la ineficiencia y 
distorsión del mercado son razones para ejercer control sobre economías con esta estructura, 
también dijimos en el título de oligopolios que cuando los empresarios llevan a cabo acuerdos 
anticompetitivos pueden llegar a comportarse como monopolio. La gráfica b.) nos muestra la 




Esto quiere decir; que, ante estructuras de monopolio y oligopolio, puede darse el mismo fenómeno 
que nos describía el ejemplo citado: que haya “intercambios mutuamente ventajosos que quedan 
sin explotar”. La gráfica muestra los puntos de eficiencia y de ineficiencia, el triángulo respresenta 
                                                          
51 García, M. Martínez, B Microeconomía II Empresas y Mercados. Universidad Autónoma de Madrid. Recuperado 
de: http://slideplayer.es/slide/1072828/  
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la pérdida irrecuperable de eficiencia, es decir la porción de economía que no se lleva el 
consumidor o el productor. Dado que el precio establecido es mayor al costo marginal, no todos 
los consumidores que valoran el bien por encima de su costo lo compran. Así las cantidades 
producidas y vendidas están por debajo de lo eficiente52.  
 
El triángulo representa el costo social derivado del comportamiento del monopolio o del oligopolio 
que se comporta como monopolio a raíz de un acuerdo tácito o expreso de las empresas que lo 
conforman.  
 
Todo lo dicho en este capítulo justifica los esfuerzos por desincentivar la creación de monopolios 
y carteles, sobretodo cuando estos hacen parte de un mercado o industria oligopólica, que puedan 
generar una fuerte distorsión en el mercado y un perjuicio prolongado a consumidores y demás 
competidores. Las facultades de la SIC sobre promoción y protección de la competencia y la 
posibilidad de investigar y sancionar a quienes infrijan las normas que la regulan, no han sido 
suficientes para menguar las tendencias de cartelización, es por esto que el sistema de beneficios 
por colaboración busca desarmar los acuerdos existentes o motivar al infractor para que de por 
terminados los actos y/o acuerdos ilegales.  
 
Como vimos en el título de Fundamentos Jurídicos, este programa de beneficios por colaboración 
está conformado por dos figuras: las garantías y la clemencia o delación. Nos interesa abordar los 
efectos de la delación sobre los carteles puesto que su impacto sobre el orden público económico 
es el que hemos venido analizando hasta ahora, así mismo, veremos que la delación no ha 
demostrado ser mecanismo suficiente para promover el cumplimiento de las normas de 
                                                          
52 Mankiw, G (2010) p.312 
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competencia y analizaremos el rol que tiene la aplicación privada de la competencia en el 




1. Carteles: experiencias recientes en Colombia 
Debido a que el análisis sobre el panorama que enfrenta un cartelista se hará con base en la 
normatividad existente, es importante que además de estudiar el régimen vigente, se examinen los 
casos más recientes y relevantes sobre acuerdos restrictivos de la competencia, así como las 
decisiones tomadas por la SIC en cuanto a los convenios por delación, las rebajas y las sanciones 
impuestas. 
La dificultad para detectar un cartel motivó la creación de un Sistema de Beneficios por 
Colaboración en Colombia que busca mover a los participantes del cartel a delatar y colaborar con 
la autoridad, es así, como varios carteles que se habían mantenido por años fueron finalmente 
investigados y sancionados. En el año 2016 tres carteles fueron hallados responsables y sus 
miembros fueron posteriormente sancionados por la SIC gracias a que varios de los participantes 
decidieron acogerse al Programa de Beneficios por Colaboración. 
 
1.1.  Cartel de papeles suaves 
El primer caso se resolvió en la Resolución N°31739 del 26 de mayo de 2016. La SIC estableció 
que se había incurrido en la autorización, colaboración o ejecución de acuerdos que tenían por 
efecto o como efecto la fijación directa o indirecta de precios, conducta descrita en el numeral 1° 
del artículo 47 del Decreto 2153 de 1992 y que se probó la celebración del acuerdo entre Kimberly, 
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Familia, Papeles Nacionales  y C.Y P. DEL R sobre los precios del sector de papeles suaves entre 
los años 2000 y 2013. Respecto de la participación de estas empresas, la SIC determinó que 
Kimberly y Familia fueron las precursoras del acuerdo durante su operación y que la segunda se 
encargó que invitar a Papeles Nacionales y a C. Y P. DEL R a hacer parte del cartel, por lo que las 
4 empresas fueron halladas responsables de la conducta descrita.  
De un lado, la SIC determinó que Kimberly debía ser exonerada de la sanción a imponer por cuanto 
colaboró con la información que le fue solicitada y cumplió con todos los términos del convenio 
celebrado con la Entidad en el marco del Programa de Beneficios por Colaboración. Así mismo, 
C. Y P. DEL R obtuvo una exención del 30% de la multa pues a pesar de que fue la última empresa 
en vincularse al Progama, cumplió con todas las obligaciones a su cargo en virtud del Convenio 
suscrito. Por otro lado, a pesar de que la Delegatura para la Competencia consideró que Familia 
incumplió con los términos del Convenio suscrito para obtener reducción alguna en la sanción a 
imponer, la decisión final contempló una reducción del 10% de la multa por haber ofrecido una 
disculpa pública y haber confesado parcialmente. Finalmente, Papeles Nacionales fue sancionado 
sin derecho a beneficio alguno.  
El basto acervo probatorio que obtuvo la SIC para fundamentar su decisión sumado al análisis 
económico que se hizo sobre la incidencia económica, concluyó en que el efecto de los acuerdos 
fue masivo y dañó especialmente a los consumidores con menor poder adquisitivo: 
“El Despacho reconoce que el cartel empresarial en el que estuvieron los aquí sancionados por más 
de una década racayó sobre productos de consumo masivo, que algunos de ellos hacen parte de la 
canasta básica de los hogares colombianos y que son considerados como de primera necesidad, por 
lo que el cartel no solo tiene un impacto directo en el bolsillo de los ciudadanos menos favorecidos, 
sino que genera un impacto en materia de presión inlfacionaria del país derivado del precio artificial 
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del señalado producto. (…) según cifras del DANE, los hogares destinan el 0.496% de su ingreso 
disponible para la compra de productos de la canasta básica al gasto en el papel higiénico. 
Reconociendo que la participación conjunta promedio de las empresas investigadas para el periodo 
de 2006-2013 fue de 70.7% del total de ventas de papel higiénico, se tendría que los hogares 
gastaron el 0.35% de su canasta básica a la compra de papel higiénico producido por los cartelistas. 
Si ese gasto fue distorsionado artificialmente con un incremento en el precio de los productos 
cartelizados, en concreto del papel higiénico, significaría que, en ausencia del cartel, los hogares 
habrían destinado una menor proporción de sus ingresos a la compra de estos bienes.”(p.242) 
(Subrayado fuera del texto)  
La importancia del pasaje citado recae en el impacto reconocido y probado que tuvo el acuerdo de 
precios sobre un bien de primera necesidad como lo es el papel higiénico, además, recordando los 
fundamentos económicos vistos en el Capítulo I, entendemos que el hecho de que la porción de 
mercado en cabeza de los cartelistas sea tan significativa afecta negativa y masivamente a los 
consumidores y a la economía entera del país. 
 
1.2. Cartel de los pañales  
El segundo caso implicó también un impacto importante para el bolsillo de los consumidores, esta 
vez, el cartel afectó el mercado de los pañales desechables para bebé. Cuatro empresas con una 
alta cuota de mercado en este sector fueron las implicadas, dos de ellas ya habían sido investigadas 
y halladas responsables en el caso de los papeles suaves. La Resolución N°43218 del 28 de junio 
de 2016, impuso las sanciones correspondientes al haber probado que entre los años 2001 y 2012 
Familia, Kimberly, Tecnoquímicas y Drypers de manera concertada y permanente habían fijado   
-de forma directa e indirecta- los precios del mercado de los pañales y habían pactado la 
estandarización de sus productos en términos de calidad y la coordinación de estrategias de 
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mercadeo con el fin de que no hubiera ventajas entre los productos o las ofertas de las marcas 
implicadas, conductas que se consideraron subsumidas en el cargo por fijación de precios. 
Con respecto a la colaboración brindada por Kimberly y Familia en el marco de los respectivos 
convenios celebrados con la SIC, se determinó que la primera cumplió con lo correspondiente a 
ofrecer información y pruebas relevantes para la investigación y aceptó lo establecido en el pleigo 
de cargos hecho por la Delegatura, por lo que esta recomendó la exoneración total de la sanción a 
imponer. En lo que se refiere a la segunda, la Delegatura consideró que a pesar de que las 
obligaciones contenidas en el Convenio se cumplieron, algunos de los miembros de Familia 
mostraron inconsistencias en sus declaraciones.  
En lo relativo al tercer investigado, el Despacho logró probar la relación existente entre Tecnosur 
- encargada de la producción de los pañales para bebé - y Tecnoquímicas, encargada de las 
actividades de distribución, comercialización y mercadeo, por lo que, la primera fue descartada 
como culpable de haber cometido prácticas anticompetitivas al no obrar en el expediente prueba 
alguna que pudiera indicar que esta tenía algún poder de decisión sobre la fijación de los precios 
del producto. Según las pruebas obtenidas en el proceso, el acuerdo entre Kimberly, Familia y 
Tecnoquímicas se mantuvo por lo menos hasta el 2012 y Drypers, por su parte, participó de estos 
entre los años 2005 y 2006 por lo que operó la caducidad de la facultad sancionatoria de la SIC 
respecto de dicho agente del mercado.   
El análisis de la SIC en cuanto al impacto que tuvo el cartel de los pañales en la economía se centró 
en la larga duración de la práctica anticompetitiva (11 años) y en el hecho de que esta afectó a los 
consumidores finales de un bien esencial, como lo son los pañales desechables y a otros 
distribuidores y mayoristas dado que la permanencia prolongada de un precio artificialmente 
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elevado se traduce en una pérdida de poder adquisitivo de los hogares y en una distorsión en el 
mercado generalizada: 
“(…)la pérdida del poder adquisitivo de los hogares  significa que con el mismo nivel de ingreso 
se puede adquirir una menor cantidad de bienes y servicios, frente a lo que hubiesen podido adquirir 
en ausencia del cartel. (…) De otro lado, la afectación producida por el cartel empresarial trasciende 
el daño generado a los consumidores y afecta la economía general. (…) Al trasladarse parte del 
excedente del consumidor a los miembros del cartel empresarial empresarios de otros sectores se 
verán privados de estos recursos para ser consumidos en los bienes y servicios que producen , 
generando una afectación a la circulación de capital y a la adquisición de nuevos bienes y servicios 
en toda la economía.”(p. 85) 
El análisis socioeconómico elaborado por la SIC también arrojó resultados respecto de la población 
que se vio más afectada por la distorición derivada del acuerdo anticompetitivo en cuestión: 
“(…)los hogares colombianos de más bajos recursos, esto es, los pertenecientes a los estratos 0, 1 
y 2, representan el 81.48% de los hogares colombianos que tienen niños entre los 0 y los 2 años de 
edad. Los niños entre los 0 y los 2 años de edad en estrato 0, 1 y 2 suman 1.826.574. Estas cifras 
arrojan la lamentable conclusión de que el cartel empresarial en el que incurrieron por más de una 
década Kimberly, Familia y Tecnoquímicas afectó preponderantemente (81.48%) a los niños entre 
0 y 2 años de los hogares con menores recursos del país. (p.89 )” 
La conclusión a la que llega el estudio de impacto socioeconómico citado es producto de que el 
cartel haya recaído sobre un bien que hace parte de la canasta familiar y que además, es consumido 
mayormente por las poblaciones menos favorecidas. Estos efectos económicos prolongados en un 
largo periodo de tiempo tienen un efecto radical en el bienestar del consumidor y en la economía 
de otros distribuidores y competidores afectados. 
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Adicionalmente, el Despacho se refirió con énfasis a la afirmación de Tecnoquímicas respecto de 
que los acuerdos no habían tenido efectos reales en el mercado, al respecto la SIC consideró que a 
pesar de que hubo desviaciones de conducta por parte de los cartelistas en varias ocasiones, el 
acuerdo logró mantenerse en ejecución regular por más de una década lo cual implica para la 
Entidad, que había tolerancia y coordinación de estos pactos por parte de los más altos niveles 
corporativos de las involucradas - sobre esto obran pruebas documentales y testimoniales -; que 
había una dinámica de vigilancia y retaliación frente al incumplimiento de los acuerdos y sobre 
todo, que las ganancias percibidas gracias a estos eran considerablemente mayores a las que se 
habría obtenido en una dinámica de competencia.  
Finalmente, dada la gravedad de la conducta a discresión de la SIC, la multa para Tecnoquímicas 
fue la máxima a imponer (100.000 SMLMV) debido a que esta mintió durante el proceso para 
cubrir su participación en los acuerdos. Por otro lado, Familia, que había suscrito un convenio de 
colaboración como segundo delator y esperaba una exención entre el 50% y el 70%, obtuvo una 
disminución del 50% en el monto de la sanción impuesta. Kimberly por el contrario, fue exonerada 
totalmente del pago de la multa.  
 
1.3. Cartel de los cuadernos 
El último caso que miraremos fue resuelto por medio de la Resolución N°54403 del 18 de Agosto 
de 2016, en el que ,una vez más, participó Kimberly, quien decidió suscribir un Convenio de 
Colaboración y contribuir a la investigación adelantada por la SIC por el cargo de fijación directa 
y/o indirecta de precios en el mercado de los cuadernos. El acuerdo incluyó a la mencionada 
Kimberly, a Scribe y a Carvajal y versó sobre políticas de mercadeo, estrategias financieras y 
políticas de distribución; según la SIC, el acuerdo se mantuvo por más de 10 años (2002-2004). 
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Carvajal estableció en su defensa que si se llegara a probar la existencia de acuerdo alguno, no 
podría tomarse este como ininterrumpido en el lapso de 2002 y 2014, pues las reuniones se llevaron 
a cabo en periodos diferidos en el tiempo y algunas implicaban solo a Kimberly y otras a Scribe, 
por lo que alega la caducidad de la facultad sancionatoria respecto de las conductas 
anticompetitivas ejecutadas antes de agosto de 2011.  
Por otro lado, la defensa de Carvajal negó las conclusiones de la Delegatura y alegó la violación 
del derecho al debido proceso dado que, según afirma, no se hizo traslado respecto de la totalidad 
de las pruebas aportadas por Scribe y Kimberly en el marco de los respectivos Convenios de 
Colaboración. A raíz de dichos Convenios la SIC tuvo conocimiento del cartel existente entre 
Kimberly y Carvajal entre 2001 y 2011 y entre Scribe y Carvajal, los años 2011 y 2014. Kimberly 
declaró que se reunió con Carvajal para pactar el incremento porcentual sobre la lista de precios 
base del segmento premium de cuadernos que era enviada por Carvajal y aprobada por Kimberly. 
Hasta la venta de la línea de cuadernos Kimberly a Scribe, en agosto de 2011, se mantuvieron al 
menos dos reuniones por año en las que se acordaban dichos porcentajes. Sobre la anterior 
declaración, Kimberly aportó también pruebas documentales. Verificada la información, Kimberly 
obtendría la exoneración del 100% de la multa a imponer.  
Scribe por su parte, como sucesor de Kimberly, figura como primer delator en este caso y confesó 
su participación en la fijación directa de precios, a través de la imposición de márgenes mínimos 
y máximos de ventas e indirecta, a través de la concertación de porcentajes de descuento en 
diferentes canales de comercialización en el mercado de distribución y comercialización de los 
cuadernos. La Delegatura consideró que Scribe había cumplido con lo acordado y que su aporte 
probatorio era relevante para la investigación, por lo que recomendó que le fuera otorgada la 
exoneración total de la multa.  
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La investigación de la SIC concluyó en que gracias a las pruebas aportadas por los delatores 
Kimberly y posterirormente Scribe, se encontró probado que junto a estos, Carvajal había incurrido 
en la conducta de fijación directa e indirecta de precios (artículo 47 del Decreto 2153 de 1992), al 
haber fijado porcentajes de incremento para el mercado de los cuadernos premium, precios 
mínimos para el segmento de cuadernos intermedios, políticas de no descuentos, reclasificación 
de clientes, entre otras. De igual manera, se le halló responsable de trasgredir la prohibición general 
(artículo 1° de la Ley 155 de 1959) por cuanto buscó unificar con sus competidores las políticas 
de mercadeo, promoción y comercialización de los cuadernos. 
Carvajal asegura que el acuerdo con Kimberly (2001-2011) y el acuerdo con Scribe (2011-2014), 
son diferentes y que debido a esto no puede entenderse que las conductas aquí sancionadas se 
hayan realizado de forma continuada, que por lo tanto, el acuerdo con Kimberly no podría ser 
objeto de investigación por parte de la SIC puesto que dicha facultad habría caducado. Frente a 
esto, la SIC estableció que indepedientemente del cambio de agentes parte del cartel, la 
participación de Carvajal fue continuada durante los años 2001 a 2014 por lo que no es posible 
entender que hubo dos acuerdos diferentes cuando la sustitución de Kimberly por Scribe, no 
cambió en nada el funcionamiento del cartel.  
De nuevo, este cartel versó sobre un bien de consumo masivo y parte de la canasta familiar, 
además, considerado esencial para el desarrollo de actividades escolares y educativas por lo que 
es amplísimo el espectro de consumidores afectados; sin embargo, la SIC analizó el impacto de 
este cartel tomando como referencia el número de niños en etapa escolar: 
“Sobre la dimensión del mercado afectado, de acuerdo con la participación de los investigados en 
el mismo, la conducta infractora afectó un altísimo procentaje (entre el 52.8% y el 77.5%) del 
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mercado de cuadernos para escritura en todo el territorio nacional, mercado este que resulta sel 
significativo (…) con un promedio anual cercano a los 200 mil millones de pesos.(…) Respecto de 
la cuota de mercado de la empresa infractora, así como la parte de sus activos y de sus ventas 
involucrados en la infración, es importante señalar que Carvajal posee una cuota individual de 
mercado que ha oscilado entre el 39% y el 60.7%, siendo su promedio cercano al 50% (…).” 
El alto portentaje de participación de Carvajal en el mercado, sin siquiera mencionar el de las otras 
implicadas, es indicador del fuerte impacto que tuvo el cartel sobre el consumidor. La Entidad, 
tomando en consideración el impacto de la conducta sancionada, condenó a Carvajal al pago de 
una multa con base en la violación de las dos normas ya mencionadas y exoneró del pago de esta 
a Scribe y Kimberly. 
Los casos mencionados ponen en evidencia las falencias del Sistema de Beneficios por 
Colaboración en Colombia, lo que llama la atención sobre estos tres casos son las similitudes que 
comparten: todos los carteles versaron sobre bienes de primera necesidad y afecataron en mayor 
medida a la población más pobre, Kimberly es el miembro permanente de todos los carteles y es 
además, la empresa de mayor tamaño entre las implicadas, aunado a esto, Kimberly fue siempre 
el primero en delatar a los demás y en todos los casos logró obtener la exoneración del 100% de 
la multa a imponer, lo cual nos permite concluir varias cosas:  
La forma en la que la Ley concibe los beneficios por delatar y colaborar con las respectivas 
investigaciones que adelanta la SIC, no contempla la posibilidad de que el delator pueda, como en 
el caso de Kimberly, solicitar otro convenio con la SIC por la misma conducta habiendo recibido 
beneficios en el pasado. Esto lejos de desincentivar la cartelización, motiva a los miembros de los 
carteles a oraginizarse para delatar cuando con base en un análisis costo-beneficio les reporte 
mayor ganancia desarmar el cartel y presentarse ante la SIC en un determinado orden que responda 
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al tamaño y al momento de solicitar el convenio, para así evitar la totalidad de las sanciones 
correspondientes53.  
Los cartelistas buscan como seres racionales maximizar el beneficio, por lo tanto, la cartelización 
de la delación los favorece a la hora de enfrentar las consecuencias de haber participado en un 
acuerdo anticompetitivo, y lo harán de la forma que vimos en los tres casos que mencionamos: el 
orden de delatar responderá a al tamaño de cada empresa, la más grande tendrá que afrontar la 
mayor multa, por lo que le corresponderá ser la primera en delatar y así con el resto de miembros 
del cartel.54 Adicional a lo anterior, la SIC en su forma de aplicar la normatividad sobre delación 
ignora el hecho de que Kimberly pueda ser el instigador en la creación de los tres carteles, y le da 
prioridad al hecho de que sea siempre el primer delator, lo cual de nuevo, genera un efecto inverso 
a manera de prevención general y especial sobre conductas anticompetitivas.  
La política de delación que adopta la SIC incide directamente sobre la decisión del cartelista en 
cuanto a delatar o no, pues afecta las probabilidades de ser aceptado en un convenio y de obtener 
o no los beneficios por su colaboración. A continuación, veremos que no es suficiente la política 
de delación o las sanciones previstas ante la detección de un cartel para lograr desincentivarlos. 
 
2. Análisis Económico del Derecho: metodología y aplicación  
 
Lo visto hasta ahora sirve de base para comprender el sistema jurídico y económico que rige en 
Colombia, ahora veremos cómo la interacción de estos dos sistemas conduce al cumplimiento de 
los fines del Estado. El enfrentamiento entre seres racionales que buscan maximizar sus intereses 
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y normas jurídicas que ordenan, prohiben y permiten, puede entenderse mejor a través de la 
aplicación de conceptos y supuestos económicos al derecho, dicha aplicación recibe el nombre de 
Análisis Económico del Derecho (AED). La unión de estas disciplinas busca encontrar la forma 
de incentivar o desincentivar conductas determinadas para la consecusión de los fines del Estado55 
y facilitar la acción legislativa, judicial y administrativa al proveer herramientas de predicción y 
análisis de comportamiento frente al ordenamiento jurídico. 
 
El AED surge alrededor de los años 60 como respuesta al incremento de estructuras monopólicas 
y de casos por conductas anticompetitivas en Estados Unidos56. En ese entonces, se advirtió la 
importancia de entender el funcionamiento de los mercados y predecir el comportamiento de sus 
agentes para así establecer una normatividad eficaz en la materia. Esta metodología mostró 
resultados positivos en derecho de la competencia y posteriormente su aplicación se extendió a 
todas las áreas del derecho.  
 
Esta metodología integra el derecho y la economía, lo deontológico y teleológico, con el objetivo 
de analizar, entender e incluso pronosticar el comportamiento de los individuos frente a las normas 
jurídicas y el impacto de estas sobre aquellos57. El derecho y la economía son dos de las múltiples 
disciplinas que estudian el comportamiento humano y la unión de los mecanismos que una y otra 
adopta logra construir una visión integrada58 de situaciones problemáticas y paradigmáticas que 
enfrenta la sociedad.  
 
                                                          
55 Pinzón, M. (2010) Aproximaciones al Análisis Económico del Derecho.  Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia. p. 28 
56 Posner, R. (1992). Economic Analysis of Law. Estados Unidos: Little, Brown. p. 21 
57 Pinzón, M. (2010). p. 32 
58 Ibíd. p. 31 
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Autores como Kornhauser proponen incluso asimilar el sistema normativo como un sistema de 
precios, puesto que en ambos contextos el comportamiento conforme al sistema es la excepción y 
la búsqueda de una opción estratégica es la regla59. Siendo así, partimos del supuesto según el cual 
los individuos son racionales en términos económicos lo que equivale a decir, que buscan 
maximizar el beneficio propio y responden a los incentivos que los conducen a ello60. 
 
La metodología que aplicaremos a lo largo de este capítulo comprende la concepción de los agentes 
económicos como seres racionales y la utilización de la teoría de juegos como herramienta para 
constatar una forma de desincentivar los acuerdos horizontales y anticompetitivos.  
 
 2.1. Posibilidades a la vista: teoría de juegos  
 
La teoría de juegos nos ofrece la oportunidad de observar la dictomía que enfrenta un competidor 
tentado por cartelizarse con sus colegas, pues gracias a esta herramienta, está en capacidad de 
analizar los resultados de hacerlo o no, por lo tanto, es la forma que hemos escogido para 
comprender los incentivos que puede o no tener el sujeto en cuestión a la hora de tomar esta 
decisión. En palabras de Binmore, la teoría de juegos ‘tiene como finalidad investigar de qué modo 
los individuos racionales deberían relacionarse cuando sus intereses entran en conflicto’. 
 
En teoría de juegos la decisión estratégica de cada jugador toma en consideración el 
comportamiento del oponente61 pues ambos resultados están atados. En derecho de la comperencia 
el jugador se enfrenta a las decisiones de sus competidores y a las consecuencias jurídicas -ya sean 
administrativas o judiciales- que pueden acaecer con base en un sistema normativo dado. Si bien 
la teoría de juegos sirve para analizar los intereses que enfrentan a dos o más jugadores, en este 
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60 Posner, R. (1992).p.4 
61 Binmore, K. (1994) Teoría de Juegos. Madrid: McGraw-Hill. p. 14 
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caso utilizaremos esta herramienta para estudiar el comportamiento de un único jugador que se 
encuentra ante la disyuntiva de llegar a un acuerdo con sus competidores y así maximizar el 
beneficio conjunto, con todo lo que ello implica, o, abstenerse de realizar esta conducta evitándose 
el riesgo de ser delatado por los demás cartelistas o ser descubierto y sancionado. 
 
Para tomar esta decisión, el jugador va a calcular el Valor Esperado62 de actuar en competencia y 
el de cartelizarse. Supondremos que el Jugador A participa en un mercado oligopólico y el valor 
esperado de actuar en una dinámica de competencia es X: 
 
E(comp) = X  
 
Por otro lado, el valor esperado de cartelizarse, tendrá en cuenta el beneficio, el valor de la sanción 
que le sería impuesta de ser detectado por la autoridad administrativa y la probabilidad de que esto 
suceda. En este caso, también tendrá que tomar en consideración el valor del eventual perjuicio al 
que sería condenado de ser demandado civilmente teniendo en cuenta la probabilidad de ello: 
 




E(cart): valor esperado de cartelizarse  
b: beneficio de cartelizarse 
ma: valor económico de la multa administrativa 
𝑃(𝑑𝑒𝑡𝐴𝐴): probabilidad de ser descubierto por la autoridad administrativa. 
                                                          
62 El valor esperado de una variable aleatoria discreta es un promedio pesado del valor de cada resultado posible 
multiplicado por la probabilidad de dicho resultado. 
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𝑃(𝑠𝑎𝑛𝐴𝐴|𝑑𝑒𝑡𝐴𝐴): probabilidad de ser sacionado dado que fue detectado por la autoridad 
administrativa. 
pj: valor económico del perjuicio 
𝑃(𝑑𝑒𝑚𝐴𝐽): probabilidad de ser demandado civilmente ante la autoridad judicial 
𝑃(𝑐𝑜𝑛𝐴𝐽|𝑑𝑒𝑚𝐴𝐽): probabilidad de ser condenado luego de ser demandado civilmente ante la 
autoridad judicial. 
La decisión del jugador A sobre cartelizarse o no dependerá del siguiente resultado: 
Si,  
𝑿 −  𝐸(𝑐𝑎𝑟𝑡)  >  0  no cartelizarse  
𝑿 −  𝐸(𝑐𝑎𝑟𝑡)  <  0  cartelizarse  
 
La fórmula E(cart) tiene en cuenta el valor de la sanción administrativa y la probabilidad de que 
esta sea impuesta dado que el cartel fue detectado por la SIC, adicionalmente, el valor de la  
condena por perjuicios fruto de una demanda civil y la probabilidad de que esto suceda. Ambos 
valores son negativos pues implican un desembolso del cartelista y serán restados al beneficio que 
este reporte en virtud del acuerdo anticompetitivo. 
 
No obstante lo anterior, en la realidad los riesgos de cartelizarse no se limitan al hecho de ser 
detectado por la autoridad administrativa y luego ser demandado civilmente, existe la posibilidad 
de que el Jugador sea delatado por uno de sus colegas en el acuerdo, de hecho, como vimos en el 
Título de experiencias recientes en Colombia, es así como han salido a la luz los carteles más 
importantes en los últimos años. La posibilidad de ser delatado o ser detectado conforma el riesgo 
real de cartelizarse, sin embargo, el Jugador que es consciente de esto tendrá la misma opción: 
delatar. Vemos cómo el abanico de posibilidades se expande cuando tenemos en cuenta que el 
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Jugador que decide cartelizarse enfrenta el riesgo de ser detectado y ser delatado pero a su vez, 
puede este decidir delatar y encontrar beneficios por colaborar con la investigación que ya ha 
inciado o incluso puede delatar en primer lugar cuando el acuerdo deje de reportarle beneficios 
pudiendo así obtener hasta la exoneración total de la sanción a imponer.  
 
Ahora, el Jugador que decide cartelizarse enfrenta dos decisiones en un principio: delatar o no 
delatar y de ahí en adelante, son múltiples los eventos que pueden darse, cada evento arrojará un 
resultado final y este tendrá una consecuencia económica para el Jugador. El juego que se ilustrará 
contiene las estrategias de delatar o no delatar, cuando el Jugador delata puede ser admitido y 
suscribir un convenio con la SIC para luego obtener una reducción en la sanción administrativa o 
no obtenerla. Así mismo, puede pasar que el Jugador delate pero no logre suscribir convenio con 
la SIC y en consecuencia, se le imponga la totalidad de la sanción o por el contrario, que por 
insuficiencia de pruebas o por caducidad de la la conducta no se le imponga sanción alguna.  
 
Por otro lado, cuando el Jugador decide no delatar, es posible que su conducta sea detectada por 
la SIC, que no sea detectada pero posteriormente sea delatado por otro participante del acuerdo y 
por último, que sea delatado en un principio. Frente a estas tres posibilidades, el Jugador tiene 











-s = sanción pecuniaria impuesta por la SIC 
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% s = Porcetanje de la multa a pagar luego de la reducción a que haya lugar63 
 
El Jugador podrá enfrentar también una demanda civil por los perjuicios que pudo causar con su 
conducta y ser condenado a indemnizar a consumidores o competidores dependiendo del caso. Si 
suponemos que independientemente del resultado administrativo –sanción o no sanción-, el 
cartelista puede enfrentar una demanda civil y ser o no condenado en virtud de esta, entonces 
deberá el cartelista analizar la probabilidad de que esto ocurra y ver cómo esto afecta el beneficio 
que le reporta celebrar un acuerdo anticompetitivo.  
 
d.)                             
 
Donde:  
-c = condena por perjuicios dentro del proceso civil 
 
                                                          
63 El porcentaje de reducción aplicado variará de acuerdo con el momento de vinculación al Programa de Beneficios 
por Colaboración y al cumplimiento del Convenio celebrado con la SIC: el primero, obtendrá una exoneración del 
100% de la sanción; el segundo, podrá obtener una reducción de la sanción entre el 50% y el 30% y el tercero y/o 
siguientes podrán ser exonerados de hasta el 25% del valor de la multa aplicable. 
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El diagrama c.) ilustra los escenarios que el Jugador A podría enfrentar desde la perspectiva 
administrativa cuando ya ha decidido cartelizarse; el diagrama d.) representa la suerte del jugador 
en materia judicial una vez el resultado del diagrama c.) está dado. Ambas figuras tienen por objeto 
el poder analizar las posibilidades a la vista sin tomar en consideración, por ahora, el pago que 
corresponde a cada uno de ellos pues este será relevante cuando estudiemos el costo que tiene la 
decisión de cartelizarse según el ordenamiento jurídico colombiano64. 
Cada posibilidad representada en los diagramas c.) y d.) tiene una probabilidad de ocurrencia y sus 
variables serán las siguientes: 
Diagrama c.): 
P(d)= Probabilidad de delatar 
P(c|d)= Probabilidad de suscribir convenio dado que delató 
P(s|c|d)= Probabilidad de ser sancionado dado que se suscribió un convenio, dado que delató 
P(Ns|c|d)= Probabilidad de no ser sancionado dado que se suscribió convenio dado que delató 
P(Nc|d)= Probabilidad de no suscribir convenio dado que delató 
P(s|Nc|d)= Probabilidad de ser sancionado dado que no suscribió convenio dado que delató 
P(Ns|Nc|d)= Probabilidad de no ser sancionado dado que no suscribió convenio dado que delató 
P(nd)= Probabilidad de no delatar 
                                                          
64 La metodología aplicada en esta sección está basada en los artículos “Política de Delación” y “Tratamiento de la 
colusión en la contratación pública: una visión del caso colombiano” de Camilo Ossa Bocanegra.  
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P(det|nd)= Probabilidad de ser detecado dado que no delató 
P(d|det|nd)= Probabilidad de delatar dado que fue detectado dado que no delató  
P(c|d|det|nd)= Probabilidad de suscribir convenio dado que delató dado que fue detectado dado 
que no delató 
P(s|c|d|det|nd)= Probabilidad de ser sancionado dado que suscribió convenio dado que delató 
dado que fue detectado dado que no delató  
P(Ns|c|d|det|nd)= Probabilidad de no ser sancionado dado que suscribió convenio dado que delató 
dado que fue detectado dado que no delató 
P(Nc|d|det|nd)= Probabilidad de no suscribir convenio dado que delató dado que fue detectado 
dado que no delató  
P(s|Nc|d|det|nd)= Probabilidad de ser sancionado dado que no suscribió convenio dado que delató 
dado que fue detectado dado que no delató  
P(Ns|Nc|d|det|nd)= Probabilidad de no ser sancionado dado que no suscribió convenio dado que 
delató dado que fue detectado dado que no delató  
P(Nd|det|Nd’)= Probabilidad de no delatar dado que fue detectado dado que no delató en principio 
P(s|Nd|det|Nd’)= Probabilidad de ser sancionado dado que no delató dado que fue detectado dado 
que no delató en principio 
P(Ns|Nd|det|Nd’)= Probabilidad de no ser sancionado dado que no delató dado que fue detectado 
dado que no delató en principio 
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P(Ndet|Nd)= Probabilidad de no ser detectado dado que no delató  
P(serD|Ndet|Nd)= Probabilidad de ser delatado dado que no fue detectado dado que no delató 
P(d|serD|Ndet|Nd)= Probabilidad de delatar dado que fue delatado dado que no fue detectado 
dado que no delató 
P(c|d|serD|Ndet|Nd)= Probabilidad de suscribir convenio dado que delató dado que fue delatado 
dado que no fue detectado dado que no delató 
P(s|c|d|serD|Ndet|Nd)= Probabilidad de ser sancionado dado que suscribió convenio dado que 
delató dado que fue delatado dado que no fue detectado dado que no delató 
P(Ns|c|d|serD|Ndet|Nd)= Probabilidad de no ser sancionado dado que suscribió convenio dado 
que delató dado que fue delatado dado que no fue detectado dado que no delató 
P(Nc|d|serD|Ndet|Nd)= Probabilidad de no suscribir convenio dado que delató dado que fue 
delatado dado que no fue detectado dado que no delató 
P(s|Nc|d|serD|Ndet|Nd)= Probabilidad de ser sancionado dado que no suscribió convenio dado 
que delató dado que fue delatado dado que no fue detectado dado que no delató 
P(Ns|Nc|d|serD|Ndet|Nd)= Probabilidad de ser sancionado dado que no suscribió convenio dado 
que delató dado que fue delatado dado que no fue detectado dado que no delató 
P(Nd|serD|Ndet|Nd)= Probabilidad de no delatar dado que fue delatado dado que no fue detectado 
dado que no delató  
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P(s|Nd|serD|Ndet|Nd)= Probabilidad de ser sancionado dado que no delató dado que fue delatado 
dado que no fue detectado dado que no delató  
P(s|Nd|serD|Ndet|Nd)= Probabilidad de no ser sancionado dado no delató dado que fue delatado 
dado que no fue detectado dado que no delató  
P(NserD|Ndet|Nd)= Probabilidad de no ser delatado dado que no fue detectado dado que no delató 
P(serD|Nd)= Probabilidad de ser delatado dado que no delató 
P(d|serD|Nd)= Probabilidad de delatar dado que fue delatado dado que no delató 
P(c|d|serD|Nd)= Probabilidad de suscribir convenio dado que delató dado que fue delatado dado 
que no delató 
P(s|c|d|serD|Nd)= Probabilidad de ser sancionado dado que suscribió convenio dado que delató 
dado que fue delatado dado que no delató 
P(Ns|c|d|serD|Nd)= Probabilidad de no ser sancionado dado que suscribió convenio dado que 
delató dado que fue delatado dado que no delató 
P(Nc|d|serD|Nd)= Probabilidad de no suscribir convenio dado que delató dado que fue delatado 
dado que no delató 
P(s|Nc|d|serD|Nd)= Probabilidad de ser sancionado dado que no suscribió convenio dado que 
delató dado que fue delatado dado que no delató 
P(Ns|Nc|d|serD|Nd)= Probabilidad de no ser sancionado dado que no suscribió convenio dado 
que delató dado que fue delatado dado que no delató 
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P(Nd|serD|Nd’)= Probabilidad de no delatar dado que fue delatado dado que no delató en principio 
P(s|Nd|serD|Nd’)= Probabilidad de ser sancionado dado que fue delatado dado que no delató en 
principio 
P(Ns|Nd|serD|Nd’)= Probabilidad de no ser sancionado dado que fue delatado dado que no delató 
en principio 
Como vimos en el diagrama c.), hay dos estrategias iniciales por las que puede optar el jugador, y 
a partir de las cuales se despliegan las probabilidades anteriormente expuestas. La primera es la 
estrategia de delatar y la segunda es la estrategia de no delatar. A continuación, veremos los 
posibles resultados que se derivan de ambas estrategias y sus respectivas probabilidades: 
- Estrategia de delatar 
La estrategia de delatar arroja 4 posibles resultados, cada uno de estos tiene un pago y se ve 
afectado por una probabilidad condicionada, resultado de la multiplicación de los eventos que dan 
lugar a cada rama: 
1. 𝑃(𝑑)𝑥𝑃(𝑐|𝑑)𝑥𝑃(𝑠|𝑐|𝑑)= 𝑃(𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠) es la probabilidad de ser sancionado dado que 
suscribió convenio y dado que delató, lo cual significa conforme al esquema de la imagen 
c.), que la probabilidad de obtener –s(%s) es igual a 𝑃(𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠). Aplicando el mismo 
procedimiento sobre cada posibilidad ilustrada en las imágenes c.) y d.), obtenemos: 
 
2. 𝑃(𝑑)𝑥𝑃(𝑐|𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑠|𝑐|𝑑) = 𝑃(𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠) es la probabilidad de no ser sancionado 
dado que suscribió convenio y dado que delató. 
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3. 𝑃(𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑐|𝑑)𝑥𝑃(𝑠|𝑁𝑐|𝑑) = 𝑃(𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠) es la probabilidad de ser sancionado 
dado que no suscribió convenio y dado que delató. 
 
4. 𝑃(𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑐|𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑠|𝑁𝑐|𝑑) = 𝑃(𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠) es la probabilidad de no ser 
sancionado dado que no suscribió convenio y dado que delató. 
 
Al obtener la probabilidad de cada uno de los eventos que puede resultar de la Estrategia de delatar, 
podemos calcular el Valor Esperado (E) sumando cada pago luego de multiplicarlo con su 
respectiva probabilidad de ocurrencia65: 
𝐸(𝑑𝑒𝑙𝑎𝑡𝑎𝑟) =  [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)] + [(0)𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠)] 
Donde:  
E(delatar)= Valor Esperado de delatar 
Tras cancelar las multiplicaciones por 0, resulta de la operación: 
𝐸(𝑑𝑒𝑙𝑎𝑡𝑎𝑟) =  [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)] + [(0)𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)] +
[(0)𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠)] = [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)]  
𝐸(𝑑𝑒𝑙𝑎𝑡𝑎𝑟) = [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)] 
Haremos lo mismo con la segunda estrategia: no delatar; de la cual se derivan 19 posibles 




                                                          
65 Ossa, C. (2018).  p. 12 
53 
 
Estrategia de no delatar 
 
5. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(det|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑑|det|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑐|𝑑|det|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑠|𝑐|det|𝑁𝑑) = 
𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠) es la probabilidad de ser sancionado dado que suscribió 
convenio dado que delató dado que fue detectado y dado que no delató en principio. 
 
6. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(det |𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑑|det |𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑐|𝑑|det |𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑠|𝑐|𝑑| det|𝑁𝑑) = 
𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠)  es la probabilidad de no ser sancionado dado que suscribió 
convenio dado que delató dado que fue detectado y dado que no delató en principio.  
 
7. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(det |𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑑|det |𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑐|𝑑|det |𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑠|𝑁𝑐|𝑑| det|𝑁𝑑) = 
𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠) es la probabilidad de ser sancionado dado que no se 
suscribió convenio dado que se delató dado que fue detectado y dado que no delató en 
principio. 
 
8. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(det |𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑑|det |𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑐|𝑑|det |𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑠|𝑁𝑐|𝑑| det|𝑁𝑑) = 𝑃(𝑁𝑑 ∩
𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠) es la probabilidad de no ser sancionado dado que no se suscribió 
convenio dado que se delató dado que fue detectado y dado que no delató en principio. 
 
9. 𝑃(𝑁𝑑′)𝑥𝑃(det |𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑁𝑑|det|𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑠|𝑁𝑑|det|𝑁𝑑′) = 𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑠) 
es la probabilidad de ser sancionado luego de no haber delatado luego de ser detectado 
luego de no haber delatado en principio. 
 
10. 𝑃(𝑁𝑑′)𝑥𝑃(det |𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑁𝑑|det|𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑁𝑠|𝑁𝑑|det|𝑁𝑑′) = 𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑁𝑑 ∩
𝑁𝑠) es la probabilidad de no ser sancionado luego de no haber delatado luego de ser 





𝑃(𝑠|𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑) = (𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠) es la probabilidad de ser 
sancionado luego de suscribir convenio luego de delatar luego de ser delatado luego de no 
ser detectado luego de no delatar. 
12. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥 
𝑃(𝑁𝑠|𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑) = (𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠) es la probabilidad 
de no ser sancionado luego de suscribir convenio luego de delatar luego de ser delatado 
luego de no ser detectado luego de no delatar. 
13. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥 
𝑃(𝑠|𝑁𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑) = (𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠) es la probabilidad 
de ser sancionado luego de no suscribir convenio luego de delatar luego de ser delatado 
luego de no ser detectado luego de no delatar. 
14. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥 
𝑃(𝑁𝑠|𝑁𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑) = (𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠) la probabilidad 
de  no ser sancionado luego de no suscribir convenio luego de delatar luego de ser delatado 
luego de no ser detectado luego de no delatar. 
 
15. 𝑃(𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑁𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑠|𝑁𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑′) 
= 𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑠) es la probabilidad de ser sancionado dado que no 





= 𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑠) es la probabilidad de no ser sancionado dado que 
no delató dado que fue delatado dado que no fue detectado dado que no delató en principio. 
 
17. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑𝑒𝑡|𝑁𝑑) = 𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑁𝑠𝑒𝑟𝐷) es la 
probabilidad de no ser delatado dado que no fue detectado dado que no delató. 
 
18. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑠|𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑) = 
𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠) es la probabilidad de ser sancionado dado que suscribió 
convenio dado que delató dado que fue delatado dado que no delató en principio. 
 
19. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑠|𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑) = 
𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠) es la probabilidad de no ser sancionado dado que suscribió 
convenio dado que delató dado que fue delatado dado que no delató en principio. 
 
20. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑠|𝑁𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑) = 
𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠) es la probabilidad de ser sancionado dado que no suscribió 
convenio dado que delató dado que fue delatado dado que no delató en principio. 
 
21. 𝑃(𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑)𝑥𝑃(𝑁𝑠|𝑁𝑐|𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑) = 
𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠) es la probabilidad de no ser sancionado dado que no 
suscribió convenio dado que delató dado que fue delatado dado que no delató en principio. 
 
22. 𝑃(𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑁𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑠|𝑁𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑′) = 𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩
𝑁𝑑 ∩ 𝑠) es la probabilidad de ser sancionado dado que no delató dado que fue delatado 




23. 𝑃(𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑁𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑′)𝑥𝑃(𝑁𝑠|𝑁𝑑|𝑠𝑒𝑟𝐷|𝑁𝑑′) = 𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩
𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑠) es la probabilidad de no ser sancionado dado que no delató dado que fue 
delatado dado que no delató en principio. 
Al obtener la probabilidad de cada uno de los eventos finales que puede resultar de la Estrategia 
de no delatar, podemos calcular el Valor Esperado (E) sumando cada pago luego de multiplicarlo 
con su respectiva probabilidad de ocurrencia: 
𝐸(𝑛𝑜 𝑑𝑒𝑙𝑎𝑡𝑎𝑟)
= [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)] + [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)] + [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑠)] + [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑠)]
+ [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑠)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑠)] + [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑁𝑠𝑒𝑟𝐷)]
+ [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑′ ∩ 𝑠)]




E(no delatar)= Valor Esperado de no delatar   
Al eliminar las multiplicaciones por 0 obtenemos que: 
𝐸(𝑛𝑜 𝑑𝑒𝑙𝑎𝑡𝑎𝑟)
= [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)] + [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)] + [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑠)] + [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑠)]
+ [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑠)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑠)] + [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑁𝑠𝑒𝑟𝐷)]
+ [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑁𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑁𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑′ ∩ 𝑠)]




= [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑′ ∩ 𝑠)] 
Diagrama d.) 
  
Aplicando el mismo procedimiento pero teniendo en cuenta los eventos y pagos del diagrama d.), 
obtenemos la probabilidad de ocurrencia de dichos eventos y su respectivo Valor Esperado (E), si: 
P(dem|s)= Probabilidad de ser demandado civilmente dado que fue sancionado 




P(Ncon|dem|s)= Probabilidad de no ser condenado dado que fue demandado civilmente dado que 
fue sancionado 
P(Ndem|s)= Probabilidad de no ser demandado civilmente dado que fue sancionado 
P(Ndem|Ns)= Probabilidad de no ser demandado civilmente dado que no fue sancionado 
P(dem|Ns)= Probabilidad de ser demandado civilmente dado que no fue sancionado 
P(con|dem|Ns)= Probabilidad de ser condenado dado que fue demandado civilmente dado que no 
fue sancionado 
P(Ncon|dem|Ns)= Probabilidad de no ser condenado dado que fue demandado civilmente dado 
que no fue sancionado 
El esquema representa dos alternativas de ocurrencia y cada una contempla diferentes finales, la 
probabilidad condicional de cada evento será: 
 Si el resultado del diagrama c.) fue ser sancionado, pueden presentarse estos eventos en el 
digrama d.): 
𝑃(𝑑𝑒𝑚|𝑠)𝑥𝑃(𝑐𝑜𝑛|𝑑𝑒𝑚|𝑠) =  P(s ∩ dem ∩ con) Es la probabilidad de ser condenado al pago 
de perjuicios dado que fue demandado y dado que fue sancionado. 
𝑃(𝑑𝑒𝑚|𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑐𝑜𝑛|𝑑𝑒𝑚|𝑠) = P(s ∩ dem ∩ Ncon) Es la probabilidad de no ser condenado al 
pago de perjuicios dado que fue demandado y luego de ser sancionado. 
𝑃(𝑁𝑑𝑒𝑚|𝑠) =  P(s ∩ Ndem) Es la probabilidad de no ser demandado dado que fue sancionado. 
 Si el resultado del diagrama c.) fue no ser sancionado, pueden presentarse estos eventos 
del diagrama d.): 
𝑃(𝑑𝑒𝑚|𝑁𝑠)𝑥𝑃(𝑐𝑜𝑛|𝑑𝑒𝑚|𝑁𝑠) =  P(Ns ∩ dem ∩ con) Es la probabilidad de ser condenado 
dado que fue demandado y dado que fue sancionado. 
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𝑃(𝑑𝑒𝑚|𝑁𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑐𝑜𝑛|𝑑𝑒𝑚|𝑁𝑠) =  P(Ns ∩ dem ∩ Ncon) Es la probabilidad de no ser 
condenado dado que fue demandado y dado que no fue sancionado. 









Con base en la probabilidad de ocurrencia de cada evento final y los respectivos pagos ilustrados 
en el diagrama e.) podemos calcular el Valor Esperado (E) de las dos alternativas: ser sancionado 





= [(−𝑐)𝑥𝑃(𝑠 ∩ 𝑑𝑒𝑚 ∩ 𝑐𝑜𝑛)] + [(0)𝑥𝑃(𝑠 ∩ 𝑑𝑒𝑚 ∩ 𝑁𝑐𝑜𝑛)] + [(0)𝑥𝑃(𝑠
∩ 𝑁𝑑𝑒𝑚)] 
 
𝐸(𝑠𝑒𝑟 𝑠𝑎𝑛𝑐𝑖𝑜𝑛𝑎𝑑𝑜) = [(−𝑐)𝑥𝑃(𝑠 ∩ 𝑑𝑒𝑚 ∩ 𝑐𝑜𝑛)]  
 
𝐸(𝑛𝑜 𝑠𝑒𝑟 𝑠𝑎𝑛𝑐𝑖𝑜𝑛𝑎𝑑𝑜)
= [(−𝑐)𝑥𝑃(𝑠 ∩ 𝑑𝑒𝑚 ∩ 𝑐𝑜𝑛)] + [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑠 ∩ 𝑑𝑒𝑚 ∩ 𝑁𝑐𝑜𝑛)]
+ [(0)𝑥𝑃(𝑁𝑠 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑚)] 
 
𝐸(𝑛𝑜 𝑠𝑒𝑟 𝑠𝑎𝑛𝑐𝑖𝑜𝑛𝑎𝑑𝑜) =  [(−𝑐)𝑥𝑃(𝑁𝑠 ∩ 𝑑𝑒𝑚 ∩ 𝑐𝑜𝑛)] 
 
2.2. Análisis de Valores Esperados 
 
La aplicación de la teoría de juegos dio como resultado dos Valores Esperados que se asignan a 
las estrategias de delatar y no delatar. Corresponde al cartelista reemplazar los valores respectivos 
en las fórmulas, en el caso de la sanción administrativa la Ley trae los parámetros de imposición 
de la multa, si esta es completa (-s), el cartelista tendrá que tener en cuenta el tamaño de su empresa 
y las decisiones que previamente ha tomado la SIC al respecto. De igual manera, en caso de ser 
admitido en el Programa de Beneficios por Colaboración, el jugador deberá aplicar el porcentaje 
de reducción de la sanción (% s) con base en el momento de incorporación al Programa para así 
obtener el valor potencial de la multa que le sería impuesta. Por otro lado, si suponemos que la 
conducta del cartelista pudo haberle causado un perjuicio a consumidores y demás competidores 
que no participaron del acuerdo, el cartelista deberá considerar también la posibilidad de ser 
demandado civilmente, ya sea a través de una acción de grupo o individual, y la eventual condena 
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en perjuicios que esta podría traerle. Este resultado es posible con base en nuestro análisis, 
independientemente del resultado en el ámbito administrativo, es decir, que resulte o no 
sancionado administrativamente, el cartelista podría enfrentar una demanda civil y una condena.  
 
2.2.1Consecuencias administrativas: diagrama c.) 
 
Al comparar los Valores Esperados de delatar y no delatar, el Jugador se encontrará con que 
siendo ambos valores negativos -pues implican una pérdida para él- la estrategia que resulta más 
favorable en términos positivos es la de delatar: 
Pues, si:  
𝐸(𝑛𝑜 𝑑𝑒𝑙𝑎𝑡𝑎𝑟)
= [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑′ ∩ 𝑁𝑑𝑒𝑡 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)]
+ [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑁𝑑 ∩ 𝑠𝑒𝑟𝐷 ∩ 𝑁𝑑′ ∩ 𝑠)] 
Y, 
𝐸(𝑑𝑒𝑙𝑎𝑡𝑎𝑟) = [(−𝑠(%𝑠))𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑐 ∩ 𝑠)] + [(−𝑠)𝑥𝑃(𝑑 ∩ 𝑁𝑐 ∩ 𝑠)] 
Al reemplazar y comparar las fórmulas resulta que: 




Al ser E(delatar) la estrategia más favorable para el Jugador, el Valor Esperado de cartelizarse 
será igual al Valor Esperado de delatar: 
𝑬(𝒄𝒂𝒓𝒕)  =  𝑬(𝒅𝒆𝒍𝒂𝒕𝒂𝒓) 
 
2.2.2. Consecuencias judiciales: diagrama d.) y e.) 
 
A E(delatar) debemos agregarle las consecuencias judiciales que analizamos con base en la 
imagen d.) y e.), es decir, los Valores Esperados de ser sancionado y no ser sancionado donde lo 
único que cambia es la probabilidad de ocurrencia con base en el resultado del ámbito 
administrativo. En este diagrama no se diferenció el hecho de que el Jugador A hubiera obtenido 
como consecuencia administrativa la sanción o no, esto con base en el supuesto de que sería objeto 
de una demanda por perjuicios solo en el caso de ser delcarado responsable de haber participado 
en acuerdos restrictivos, sin importar si fue sancionado con o sin descuento (ser sancionado) o si 
fue exonerado (no ser sancionado)  Es claro que el escenario más adverso para el Jugador A sería 
ser sancionado administrativamente y condenado al pago de perjuicios; y por último, el escenario 
más favorable sería que el cartelista no resultara sancionado administrativamente ni condenado 
por perjuicios. Así las cosas, a E(delatar) debemos sumarle E(ser sancionado) y E(no ser 
sancionado) para obtener así el Valor Esperado de cartelizarse: 
 
𝐸(𝑐𝑎𝑟𝑡) = 𝐸(𝑑𝑒𝑙𝑎𝑡𝑎𝑟) + 𝐸(𝑠𝑒𝑟 𝑠𝑎𝑛𝑐𝑖𝑜𝑛𝑎𝑑𝑜) 
𝐸(𝑐𝑎𝑟𝑡) = 𝐸(𝑑𝑒𝑙𝑎𝑡𝑎𝑟) + 𝐸(𝑛𝑜 𝑠𝑒𝑟 𝑠𝑎𝑛𝑐𝑖𝑜𝑛𝑎𝑑𝑜) 
 
Sea cual sea el resultado en el ambito administrativo, el riesgo de demada civil y posterior condena 
afecta directamente los incentivos del agente que quiera cartelizarse. Finalmente, el agente que 
quiera calcular el Valor Esperado de cartelizarse debe calcular el beneficio aproximado (b) que 
obtendría de celebrar un acuerdo anticompetitivo y restarle los Valores Esperados de delatar y ser 
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o no sancionado: 𝐸(𝑐𝑎𝑟𝑡) =  𝑏 −  𝐸(𝑑𝑒𝑙𝑎𝑡𝑎𝑟) + 𝐸(𝑠𝑒𝑟 𝑠𝑎𝑛𝑐𝑖𝑜𝑛𝑎𝑑𝑜), 𝑜 𝐸(𝑐𝑎𝑟𝑡) =  𝑏 −
 𝐸(𝑑𝑒𝑙𝑎𝑡𝑎𝑟) + 𝐸(𝑛𝑜 𝑠𝑒𝑟 𝑠𝑎𝑛𝑐𝑖𝑜𝑛𝑎𝑑𝑜) 
El resultado de esto motivará la decisión del agente que no ha decidido cartelizarse, pues si la 
diferencia de actuar en dinámica de competencia y no hacerlo es menor que cero, el agente como 
sujeto racional que busca maximizar sus utilidades66 decidirá cartelizarse: 
Si: 
𝐸(𝑐𝑜𝑚𝑝)67 =  𝑋 
𝑋 −  𝐸(𝑐𝑎𝑟𝑡)  >  0  no cartelizarse  





El propósito del anterior análisis matemático es poder ilustrar a través de la teoría de juegos las 
diferentes posibilidades que enfrenta el empresario que decide cartelizarse para así establecer cuál 
es la estrategia que le es más favorable con base en el juego planteado, y, si suponemos que el 
empresario, según la escuela clásica del análisis ecónomico del derecho, es un sujeto racional que 
busca maximizar su beneficio. El juego logró demostrar que la estrategia de delatar es la más 
favorable para el empresario que hace parte de un cartel empresarial, debido a que el valor esperado 
de delatar es mayor que el valor esperado de no delatar, luego, si el empresario busca maximizar 
su beneficio se esperaría que tome la decisión de delatar y así aspirar a celebrar un convenio con 
la SIC para luego ser exonerado de la sanción u obtener un descuento sobre esta.  
 
                                                          
66 Ossa, C. (2018). p.25 
67 Valor Esperado de actuar en una dinámica de competencia  
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De otro lado, vimos que la aplicación privada de la competencia puede representar un riesgo para 
los empresarios que han hecho parte de un cartel, siempre y cuando la demanda que busca la 
reparación del daño y la respectiva condena tengan una alta probabilidad de ocurrencia y esto será 
posible en la medida en que la legislación colombiana establezca en el futuro los linemamientos 
para acceder a los instrumentos jurídicos que permitirían la aplicación privada en Colombia y se 
regule sobre aspectos como la forma de probar el perjuicio y lo factores que determinan la 
legitimación en activa. 
 
Los incentivos que existan para delatar afectan la probabilidad de desmontar acuerdos 
anticompetitivos y esto implicaría el restablecimiento del orden económico así como la aplicación 
privada de la competencia representa una posibilidad de resacir los daños causados a consumidores 
y competidores, recordemos que desde la perspectiva económica, el daño que puede causar un 
cartel que además tiene una larga duración y versa sobre bienes de consumo masivo es profundo. 
Los consumidores destinan un determinado porcentaje de sus ingresos a la compra de un producto 
cuyo precio es artificial y ha sido acordado, la OCDE ha dicho que en la mayoría de casos el 
aumento de precios oscila entre un 10% y 30%68.  
 
Adicionalmente, la calidad de los productos suele deteriorarse pues no hay incentivos para 
promover la innovación y la mejora de los bienes y servicios ofrecidos, por lo tanto, no solo es 
difícil para el consumidor encontrar otro productor que venda el bien a un precio más bajo –en 
                                                          
68 Superintendencia de Industria y Comercio. Carteles Empresariales ¿Cómo impactan a la economía colombiana? 





razón de que normalmente los carteles acaparan un porcentaje muy alto de la cuota de mercado en 
cuestión- sino que también, deja de consumir o destinar recursos a otros productos y servicios.  
 
Por otra parte, los acuerdos anticompetitivos que buscan aumentar la participación de los 
miembros del cartel a través de la disminución artificial de precios, afectan directamente a los 
competidores que no hacen parte del acuerdo y muchas veces logran sacarlos del mercado, 
perjudicando gravemente el buen funcionamiento del mercado y la economía.  
 
Es pertinente entonces preguntarse si las normas existentes en materia de competencia y las 
sanciones previstas en caso de que estas sean trasgredidas, resultan suficientes para desincentivar 
la creación de carteles y si es suficiente el desmonte del acuerdo ilegal y la imposición de una 
sanción administrativa a los responsables para restablecer el equilibrio del orden económico. La 
aplicación privada de la competencia puede ser la forma apropiada de resarcir el perjuicio causado 
a particulares en virtud de acuerdos restrictivos de la competencia, los consumidores y 
competidores pueden optar por iniciar un proceso vía acción de grupo para obtener una 
indemnización de perjuicios a causa de la defraudación continua que aunque puede derivar en un 
bajo porcentaje, cuando se prolonga en el tiempo, representa un daño relevante. 
 
Finalmente, en cuanto a los efectos de la aplicación privada de la competencia sobre la delación, 
es probable que el empresario que vea un riesgo real de ser demanado por perjuicios prefiera no 
delatar, pues finalmente podrá ser exonerado de la sanción administrativa pero podría terminar 
pagando una suma de dinero incluso mayor como producto de una demanda por perjuicios. Así las 
cosas, la delación a pesar de los incovenientes que vimos en el título de casos recientes, es la 
estrategia más favorable para el cartelista. Sin embargo, el incremento en la probabilidad de 
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ocurrencia de una demanda y posterior condena por aplicación privada de la competencia podría 
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